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LA LEY DEL PATRIMONIO HISTÓRICO ESPAÑOL
COMENTARIOS SOBRESU APLICACIÓN ARQUEOLÓGICA EN CASTILLA Y LEÓN
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REsUMEN.- Sepresentanlos aciertosy losproblemasqueha tenidola aplicaciónenCastilla y Leónde la ley
16/85 delPatrimonioHistórico Españolen su primeradécadadeandadura,analizandolos aspectosmásinno-
vadoresencuantoa la estimación,protecciónyconsen’acióndelpatrimonioarqueológico.

AB5TRAcT.-Ananalysisis niadeofthe successesandfailuresof tIte SpanishHistorical HeritageAct16/85, as
it hasbeenpractically implementediii tIte AutonomousCommunityof Castilla audLeonduring theflrst decade
after itsapproval. ThemostinnovativeaspectsoftIte law, referring to the evaluation.protectionandmaintenan-
ceof tIte archaeologicalheritage, are examined.
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1. INTRODUCCIÓN

En estetrabajose ofreceun breve comenta-
rio y análisisdeaquelloqueconstituyeen alguname-
dida nuestrotrabajodiario: la prácticadela arqueolo-
gíadesdesusaspectosadministrativos;estoes,la par-
ticular lecturade la arqueologíadesdela perspectiva
de aplicaciónde la normalegal,de los derechosy de-
beresqueimplican a la disciplina en un territorio de-
terminado,ennuestrocaso,Castillay León.

No es ajena a esta selecciónla actualidad del
tema.Con la conmemoracióndel décimoaniversario
dela Ley dePatrimonioHistóricoEspañol(ley 16/85),
se han publicadomuchasy positivasreflexiones.Da-
do queestanormaes la queha regidola actividadar-
qucológicaen nuestraComunidadnospareceoportu-
no valorarsu aplicacióndurantela década1985-1995
y, en la medidade lo posible,evaluarsusresultadosy
meditaralgunasconclusiones.Ahora bien, no preten-
demosaproximarnosal régimenjurídico de la arqueo-
logia, reflexionandoy comentandola ley desdeun pla-
no puramenteteórico. Bien al contrario, somosparti-
dariosde tratarcómo se ha profundizadoen deternn-
nadosinstrumentosque tienen que ver con el patri-

Archaeologicalheritage, Cultural resource monagemení,Cas-

monio arqueológico,amparándonos,por supuesto,en
algunosdatosrecopiladosy, de estemodo,ahondaren
las inquietudesexpuestas,desdehacetiempo, por ju-
ristas y arqueólogossobreel contenidode la Ley. Por
supuesto,no eludiremoselcomentariodelo sucedido,
de lo positivo y delo queentendemosnegativo,con el
ánimode crearinterrogantesy conel fin deestimular
el debate,habidacuentaque,pareceociososeñalarlo,
resultaráextraordinariamentepositivo quea travésde
estosu otros ejemplosse vayanacumulandoy diver-
sificandolasopiniones.En suma,al menosen su ob-
jetivo, el sentidoe intenciónde las páginasquesiguen
esofreceruna informaciónsucinta,esencialmentedes-
criptiva, cuyo fin inmediato es conocer,entendery
observarla aplicación de algunosinstrumentosde la
normaen nuestroespaciogeográficoy cultural.

Unarealidadterritorialqueentendemospresu-
miblementesingular,por lo querenunciamosde mo-
mento a contrastarla documentacióny solucionescon
otros lugares,en la ideaquizásequivocadade queno
faltan rasgosquenospermitensuponerquelos resulta-
dosobtenidosacercadela aplicacióndela Ley enCas-
tilIa y León hayqueformularlosdesdeciertaspeculia-
ridadessociales,culturales,administrativasy económi-
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casde estastierras,subrayandoconello que, tal vez,
no sonprecisamenteintercambiablesconotros lugares.

2. LOS MECANISMOS DE
PROTECCIÓN LEGAL DEL
PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO

2.1. Los bienesarqueológicos
para la Ley del Patrimonio Histórico

Antes deentrarde lleno en el comentariode
algunosartículosde la ley del Patrimonio Histórico
Españolconvienedetenemos,aunqueseabrevemente,
en conocer qué viene a significar el término arqueo-
lógico para la Ley, y al mismo tiemposi se advierte,
respectoal contenidode la Ley sobreesteparticular
patrimonio, una coherenciacon los planteamientos
metodolégicosque enestosmomentosinspiran la dis-
ciplina.

Casidesdesuorigen, la vinculaciónde la ar-
qucología con determinadosaspectosde la geología
hizo arraigar la ideade yacimientoarqueológicoco-
moun lugarenel que se podíanrecuperarobjetoshis-
tóricos, queeran interpretadospor si y por sus con-
textosestratigráficos.Sin embargo,en nuestrosdías
esatendenciaha venido a sermatizaday hoy, por lo
general,resultacomúnmenteaceptadopor los arqueó-
logos interpretarlos “lugares” arqueológicoscomouna
síntesisde lasaportacionesnaturalesy humanasen la
queademásse sitúanen un mismo plano de interésy
dedicaciónlas técnicasde recuperacióndelas eviden-
cias—término que no es equiparablecon objetosex-
clusivamente,el análisis de la cultura material y las
interpretacionescontextuales.Las fuentesparala mo-
demaarqueología,comoexplicaMoure(1994: 40), no
son solo las evidenciasantropogénicas,sino también
unaamplia informacióncontextualde tipo climático,
ecológicoo geográficoqueactúa como marcointer-
pretativode la culturamaterialy ayudaa entenderlas
respuestasdel hombreanteel medio ambiente.No te-
memosequivocarnosmuchoal afirmar queesainter-
pretaciónsobreel entorno,en susentidomásamplio,
como lugar en el que se desenvuelveel serhumano,
va cobrandocadavez más fuerzaen la investigación
arqueológica,lo queprobablementeademástraduzca
en el futuro unaimportanciacadavez mayordel mé-
todo deestudio,por encimade los elementosmateria-
les y de lastécnicasderecuperación.

Por otro lado,paracomentarla posiciónjurí-
dicasobrela arqueologíaestablecidaen la Ley 16/85,
nospareceprudentetraer a colaciónalgunareflexión
previaen el tiempo. Así, el informede la llamada“Co-
misión Franceschini”,uno de los fundamentosteóri-
cos parala comprensiónactualde los bienescultura-
les, vieneaplantearquela cualidaddel bienarqueoló-

gico derivade doscriterios, uno cronológicoen rela-
ción con las civilizacionesdel mundo antiguoy otro
técnicocon referenciaa los procedimientoscognos-
citivos.

Se trataen cualquiercasode una definición
algo restringidade los bienes arqueológicos,lo que
no cabedecir tanto de la acepciónde la Ley 16/85,
cuyo artículo 40.1. se orientahaciala comprensiónde
bienesmueblese inmuebles,tendiendoportanto a su
delimitaciónmaterial.Algo quetiene su lógica,pues-
to que desdeel punto de vista jurídico resultamás
comprensivala concepcióndel patrimonio arqueoló-
gico ligado a elementoscon una materialidadfísica,
esosí, asociadosa un concretosistemade estudioque
es el métodoarqueológico,al queya aludíael análisis
delos juristasitalianos.

Del texto legal españoltambiéncabededu-
cir, que, con independenciadel lugar en que se en-
cuentreny su antiguedad—superandoincluso ciertos
condicionantescronológicosde la doctrina italiana—,
lo verdaderamenteimportanteparaquealcancenla con-
sideraciónde bienesarqueológicoses su peculiarmé-
todo de investigación.En el marco de eseplantea-
miento lo que determinasu naturalezaarqueológica
es el sistemaque se aplicapara su estudio.Conviene
matizarenestepuntoqueconciertafacilidaddesdeel
mundojurídico se tiendea confundirmétodoarqueo-
lógico con]as técnicasde recuperaciónde losbienes:
excavacionesy prospecciones,abarcandopor supues-
to aqueltérmino otros aspectossingularesde la discí
plina. Del mismo modocabereconocerque,desdeel
puntodevistadelos juristas,tambiénse afirmaque la
definición, determinacióny explicación del método
arqueológicoestarásiempreligadaa los profesionales
de la arqueología,conlo cual, en definitiva, serádifí-
cil la existenciade discrepanciaentreel mundo del
derechoy la teoríaarqueológica,al menosen la defi-
nición de aquel,quesiempreserádadapor laopinión
delosarqueólogos.

Cabríapreguntarseahora si todos aquellos
bienesque puedenasimilarsea las definicionesdadas
en líneasanterioresestánacogidospor la normalegal,
o dicho de otro modo: siendoobvio que la condición
de bien arqueológiconacede las cualidadesintrínse-
casdelosbienes,¿ellorepresentaque todoslos bienes
arqueológicosimportanparael derecho?

Barreroreparaen quela definición sobrelos
bienesa los queacogela Ley 16/85 seelaboraa partir
decriteriosextrajurídicos,deconceptosqueno asumen
para el derechouna significación precisay unívoca
—recordemosa esterespectoque la normavigentealu-
de en su articulo 1.2. a inmueblesy objetosmuebles
de interésartístico,histórico, paleontológico,arqueo-
lógico, etnológico,científicoo técnico—,siendolo mi-
portantepara la cuestiónjurídica su declaración.En
apoyode estatesisrecogeestajurista la reflexión de
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Cantucci que califica a dicha declaración “de momen- 
to fundamental o determinante de la disciplina vigen- 
te sobre estos bienes, en cuanto viene a reconocer el 
valor de esos bienes en el plano jurídico, haciendo 
operante la tutela prevista por la norma” (Barrero 
1990: 256). 

Qué cabe decir, por tanto, de los bienes ar- 
queolbgicos, en los que estos aspectos extrajurídicos 
se ven apoyados sobremanera por ciertas característi- 
cas singulares y propias: buena parte de los bienes per- 
manecen ocultos, los lugares no son facilmente reco- 
nocibles a simple vista para la mayoría de los ciuda- 
danos; existe una amplia variabilidad en la extensión 
y significado espacial de las evidencias; o que el inte- 
rés científico sea igual para todos los lugares arqueo- 
logicos teniendo en cuenta su carácter de unicum. 

A juzgar por lo expuesto sobre la probable 
trascendencia de la declaración de los bienes habremos 
de concluir que, aparentemente, no existe una estre- 
cha relación entre los supuestos valores arqueológicos 
y su amparo desde el ámbito de la norma legal. El va- 
lor concedido por la declaración, entre otras cosas por 
la categoría que adquiere desde el punto de vista jti- 
dico, es el que prácticamente fundamenta su interés 
patrimonial. De tal suerte, para la Ley 16/85 práctica- 
mente los únicos bienes arqueológicos a considerar, 
como tendremos ocasión de comentar más detenida- 
mente, son aquellos que, mediante los procedimientos 
previstos, han sido declarados como tales. En sintonía 
con este planteamiento afiia Alegre (1994: 523) que 
la cualidad de pertenencia al Patrimonio Histórico Es- 
pañol es contrastada en el momento en que se resuel- 
ve la incorporación de un determinado bien a alguna 
de las categorías de protección legalmente estableci- 
das, la de Bienes de Inter& Cultural y la de bienes in- 
ventariados. 

Quizá haya sido una exposición demasiado 
larga para tan corta conclusión, pero se nos antoja que 
el tema es especialmente atractivo, puesto que la sin- 
gularidad de estos bienes no va a derivar únicamente 
de su protagonismo para la protección que comentare- 
mos más delante, ya que igualmente se constata su 
preferencia en lo que respecta a su investigación, su 
proyección social, etc., encontrándonos por supuesto, 
según los datos que hemos contrastado para los últi- 
mos anos analizados -1994 y 1995-, con su primacía 
desde la óptica de la inversión. Prácticamente el 100% 
de la inversión del entonces vigente Servicio de Mu- 
seos y Arqueología en adecuación de yacimientos para 
su visita pública (Lamina 1) para los últimos años ana- 
lizados de la década -1994 y 1995- correspondió a Zo- 
nas Arqueológicas declaradas, pero nos parece mas sig- 
nificativo hacer notar esa prelación entre las activida- 
des subvencionadas a proyectos promovidos por inves- 
tigadores en función de sus hipótesis científicas, pues- 
to que las que se desarrollaron en aquellos bienes de- 

@n. L- Sector excavado y  consolidado de Numancia, Garray, Soria. 

clarados suponen en su conjunto más del 80% del pre- 
supuesto destinado a esta actividad, en los anos men- 
cionados. 

En definitiva, cabe concluir que ciertos bie- 
nes arqueológicos gozan de una custodia preferente, 
una más detenida consideración legal que redunda, de 
manera consciente o circunstancial, en su orden prio- 
ritario en todos los tipos de actividad. Particularmente 
para aquellos inmuebles reconocidos como Bienes de 
Interés Cultural o para los bienes muebles que se in- 
cluyan en el Inventario General. 

2.2. El complejo proceso administrativo de 
declaración individualizada de 
bienes inmuebles 

Como argumenta J.L. Alvarez (1989: 106), 
sobre todo a partir de la Ley de 13 de mayo de 1933, 
Sobre defensa, conservqción y acrecentamiento del 
Patrimonio Histh-ico-Artístico Nacional, lo normal 
ha sido distinguir entre bienes muebles e%muebles y 
regular ambos adaptándose a ‘su distinta naturaleza, y 
por tanto con criterios y normas relativamente dife- 
rentes. 

Nos referiremos ahora mas detenidamente a 
las Zonas Arqueológi{as declaradas de .forma indivi- 
dualizada en la seguridad de que estos lugares son el 
más claro exponente de la filosofía y contenido de la 
Ley 16/85, en lo que respecta a los bienes inmuebles 
arqueológicos. 

Antes de nada, cabría preguntarse qué tipo 
de condiciones posibilitan su elección frente al con- 
junto de bienes inmuebles conocidos. Como es hasta 
cierto punto lógico, la Ley 16/85 no hace una relación 
detallada de los factores requeridos, aunque eso sí, se 
inclina porque deben constituir una selección de un 
conjunto mucho más amplio, puesto que menciona en 
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su articulo 1.3. que los bienesmás relevantesdel Pa-
trimonio Histórico Españoldeberánser inventariados
o declaradosde interéscultural. Por descontadoque
no estaríade másque la supuestarelevanciade los lu-
garesquecomentamosestuvieramotivada,conforme
a lo que se argumentaen el preámbulodela Ley, en
el interésgeneralqueestosbienesdetenten.En tal ca-
so, la declaraciónseríaun acto administrativode re-
conocimientode los valoresculturalesque un bien
tieneenel marcodela ComunidadAutónoma,tenien-
do en cuenta la estima que adquierecomo referente
de identidad cultural mercedprecisamentea la sensi-
bilidad de los ciudadanosque los han convertidoen
un importantehito patrimonial.Un procesoen el que
la Administraciónúnicamentese limitaría a certificar
el “interés”del bien.

Masla realidadtiene un signobiendistinto y
la preocupaciónde los ciudadanossobrelos lugares
arqueológicosque les rodeanes másbien raía. Llustra
a las clarasestacuestiónel hechode queni uno sólo
de los expedientesde las Zonas Arqueológicashan
partido de una iniciativa particularo de las corpora-
ciones localesen los que se ubican estosbienes,re-
sultandosu declaraciónexclusivamentede losobjeti-
vos y criteriosde la AdministraciónRegional. Ahora
bien,quedeclaroqueen la mayorpartede las ocasio-
nesseacompañandeiniciativas,impulsoso refrendos
delosprofesionalesdela arqueología.

De todos modos la decisiónadministrativa
no es discrecionalo libre, si no que es un producto
necesariode la previavaloracióntécnicade las carac-
terísticasdel bien (Alegre 1994: 524).Deacuerdocon
esteprincipio, para determinarla categoríasobresa-
liente de un lugar arqueológico,según se desprende
del análisisde lasZonasArqueológicasdeclaradasen
Castilla y Leónen el decenio,se considerarondiver-
sascondicionesque en buenapartede los casosse
concatenan,resultandola sumadeunaseriedefacto-
res, algunosde los cualesse percibencomoprincipa-
les. Tal es el casode la especialsingularidaddel lugar
desdeelpuntode vistacientífico, normalmenteexpre-
sadapor la investigaciónmás o menoscontinuada,e
interesantetambiénes el factor de la proyecciónso-
cial de los restosque se hallanen estoslugares,es de-
cir la intención o prácticade su visita pública, y no
faltan, por último, ZonasArqueológicasen lasqueun
pormenorigualmenterecurridoparala tramitacióndel
expedientecomobienesde interésculturales sunece-
sidadde protecciónfrente a algunaamenazapresente
o futura.

En Castilla y León contamoscon 96 Zonas
Arqueológicascon expedientesde declaraciónincoa-
dos o resueltos.Cercade un centenarde lugarespor
tanto merecieronhasta1995 esaespecialdistinciónen
función, volvemosa insistir, de su investigación,di-
fusión o protección.No convienepasarpor alto que

un buen númerode ZonasArqueológicaslo fueron
con la denominaciónde MonumentoNacional con
anterioridada la Ley 16/85, sinembargosonvarios lo
detallesquenos invitan aconsiderara todaslas Zonas
Arqueológicascomo un supuestode fechasrecientes.
Y ello por cuantopara todas ellas, al menos,se ha
elaboradounazonificación de las evidenciasy, por
supuesto,unapropuestadedelimitacióndel bien.Una
documentación,estaúltima, que no se conteníaen las
declaracionesformuladascon anterioridada la ley vi-
gente y que resultatrascendente,puestoque sólo al
territorio incluido en al áreade afección, implica el
ordenamientojurídico de la Ley.

Cabeadvertir,haciendounabrevehistoria de
la situaciónreciente,quelas incoacionesy declaracio-
nesenun númerosignificativo seproducena partirde
1991, un hechoque hay que relacionardirectamente
con la publicaciónde la sentenciadel Tribunal Cons-
titucional 17/1991de31 de enero,por la que,frentea
lo que se indicabaen el artículo 9.1. de la Ley 16/85
de que la declaraciónindividualizadaseharíapor Real
Decreto,otorgandoesaprioridad al Estado,segúnel
citado tribunal, la potestadparadeclararbienesdein-
teréscultural correspondea la Administración de la
ComunidadAutónoma, mientrasque el Estado solo
es competentepara hacerla declaraciónde Bienesde
InterésCultural cuandose tratade bienesen los que
concurrencircunstanciassingulares,del artículo6 b.

Estos hechosexplicanen parte el aumento
singularde las declaracionesde la ComunidadAutó-
nomaen el año 1991,pero de eseaumentono se be-
neficiande la mismaforma todoslos tipos deinmue-
bIes, y así, por ejemplo, se puedereferir que en ese
año hay 32 declaracionesde Monumentosfrente a 2
expedientesde declaraciónde ZonasArqueológicas.
Unasituaciónqueserepiteen el año 1992,con40 de-
claracionesde Monumentosfrente a 3 ZonasArqueo-
lógicas.Por su parte,en el año 1993 es de interésre-
flejar que se advierten más declaracionesde Zonas
Arqueológicas,hasta8 expedientes,ahora bien, hay
que llamar la atenciónsobreel númerosignificativo
de declaracionesde Monumentos,puesese año se
elaborany aprueban60 expedientes.

Contrastanestas cifras dadashastael año
1993 con lo sucedidoen 1994.En eseaño se contabi-
lizaron21 declaracionesdeMonumentosy 7 de Con-
juntos Históricos,siendo másnumerosaslas declara-
cionesdeZonasArqueológicas,quealcanzaronla ci-
fra de 22 expedientes,a los que,además,se debensu-
mar las 9 que se sucedenen eseperiodo de tiempo.
Ello nos inducea suponer,entreotras cuestiones,que
las ZonasArqueológicasa partir de esemomento se
prestana un tratamientomuchomás intensivo,asíco-
moquedesdela Administraciónpareceque se ha re-
sueltobuenapartede las declaracionespendientesde
inmueblesdel patrimoniohistórico. A ello habíaque
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añadirlos datoscorrespondientesal año 1995,cuando
se resuelven8 declaracionesy se inician otras dosin-
coaciones.

No faltan vocesque, tras evaluar el procedi-
miento administrativode declaración,han puestode
manifiesto su lentitud, propugnandopor tanto una
mayor celeridad.El sistemade declaracióndebega-
rantizarla informacióny, sobre todo, el accesoal ex-
pedientede los afectados,y se convienepor obra y
graciade estacoyunturaen un formalismoexcesiva-
mentecomplejo.En estecaso,es muchomás fácil en-
tenderel problemaque solucionarlo,puestoqueno es
posibleobviamentesimplificar un procesocuyo prin-
cipalobjetivo es el de recabarla opinión de losciuda-
danos, garantizandosus derechosconstitucionales.
No se puedeomitir o acelerarningunode los trámites
a los queestánllamados los ciudadanos:informe de
las institucionesconsultivas,informaciónpública,au-
diencia al ayuntamientointeresado,etc.; ni tampoco
reordenarlas actuaciones,necesariamenteligadas en-
tre si, en las quela validezdelas primerassupeditael
inicio de las siguientes.De tal modo, están lejos de
ser infrecuentes,por ejemplo, las alegacionesa las
propuestasde delimitación de las ZonasArqueológi-
cas, alegacionesque apartede ser tenidas en cuenta
debensercontestadasrazonablementey cuentancon
plazosde tiempodilatados.

2.3. La ausenciade Plan Especial
en lasZonasArqueológicas

Uno de los logros de la actual norma radica
en haberestablecidoun estrechovínculo entre la le-
gislaciónsobreel patrimoniohistórico y la legislación
urbanística.Según glosa el artículo 201. de la Ley
16/85, la declaracióndeZonaArqueológicacomo Bien
de Interés Culturaldeterminará“la obligaciónparael
municipio o municipiosen que se encontrarende re-
dactarun PlanEspacialde Proteccióndel áreaafecta-
da por la declaraciónu otro instrumentode planea-
miento quecumpla,en todo caso, las exigenciasen
estaLey establecidas”.Es por tanto un imperativole-
gal que el patrimonioarqueológico,en los bienesin-
mueblesdeclaradosZonasArqueológicas,se someta
al amparode una figura urbanística.Ahorabien, nos
constaqueno seráprecisamenteelPlanEspecialla fi-
guraurbanísticamás comúnpara lacitadaordenación
de los recursosarqueológicos.

Damos cuentade que en los primerosdiez
añosde vigenciade la Ley, desconocemosun sólo Plan
Especialaprobadoo en fasederedacciónque hayate-
nido por objeto la regulaciónZonasArqueológicasy
por contra,la redaccióny aprobaciónde PlanesEspe-
cialesabarcóen aquellosmomentosalrededorde un
tercio dela cifra de ConjuntosHistóricos.De lo cual
sin dudasededucecontundentementeque seha esta-

blecidodistinto ritmo, cuandono el fracasode esta
obligaciónparalas ZonasArqueológicas.El dato ade-
más resultaenormementerevelador,pues nos habla
bien a las clarasde los distintosresultadosde la Ley
16/85 segúnla clasede Bienes queacoge.Una situa-
ción disparque nosobliga a pensarquebajo la lógica
misión de la Ley de agruparlas solucionesparadis-
tintos bienes,la respuestano siemprees igual, tal vez
porque se ha forzadouna misma lectura para bienes
en realidad muy distintos y quepareceque requieren
solucionessingulares.

Independientementedel interésde los agen-
tes implicados, la ausenciade esta figura de planea-
miento en las ZonasArqueológicasdebe, a nuestro
entender,explicarsepor la escasacapacidadeconómi-
ca de la mayoría de los municipios afectadospara
abordarestatarea,teniendoen cuentaademásqueno
es precisamenteun afán que se encuentreentresus
prioridadesurbanísticas,ya que un porcentajesignifi-
cativotodavíano disponedeun planeamientoadecua-
do parasu términomunicipal.

Ahorabien, si la Ley se decantaespecífica-
mentepor la ordenaciónde los recursosarqueológi-
cos atravésde la citadafigurade planeamiento,no es
menoscierto que a su vez la normapermitela utiliza-
ción de otrasfigurasurbanísticasque,al menosen lo
que respectaa los inmueblesarqueológicos,pueden
serconsideradasacertadamentetan útiles como aque-
lía. No es poco ilustrativaen esteaspectola localidad
de Roa de Duero enBurgos, quecuentacon Normas
Subsidiariasquerecogenunanormativaparala actua-
ción sobrela ZonaArqueológicaque comprendebue-
na partedel subsuelode la actualpoblación y otras
zonas inmediatasal cascourbano(Figura 1). Situa-
ción que se repite en Herrerade Pisuerga,en Palen-
cia, y que traemosa colación,puestoque,como suce-
deen RoadeDuero,el carácterurbanode buenaparte
de la delimitación de la ZonaArqueológicaviene a
acentuarla problemáticade la documentacióny ges-
tión delos restosarqueológicoscomprendidos.

No queremosdejar pasar la ocasiónde co-
mentarotras cuestionessobre la relación entre las
normasurbanísticasy el patrimonioarqueológico,es-
té o no declaradoBiende InterésCultural. Es muy su-
gerentequea partir dela aprobaciónde la norma ur-
banística la gestiónde los lugaresarqueológicospue-
datomarsebajo la responsabilidaddirectade las cor-
poracioneslocalessegúnel artículo 20.4.,si bienre-
sultaprudenteseñalarque se tratade unagestiónque
no abarcaensutotalidad lapropiaactividadarqueoló-
gica, ya que quedasiemprebajo la responsabilidadde
la ComunidadAutónomala autorizaciónpara llevara
caboen esos lugares prospeccioneso excavaciones,
conformesedescribeenel articulo 42.1.De igual ma-
nera,asumirpor las corporacioneslocalesal menosla
gestióndel patrimonioarqueológicopuedeacontecer
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Fig. 1.- NormasSubsidiariasdeRoa,Burgos.Sectoresde la ZonaArqueológica.

enaquelloslugaresbajo la órbita física y administra-
tiva de losConjuntosHistóricos,y de la mismaforma,
aunqueno setratede yacimientosdeclarados,si asíse
reconoceexpresamenteen las normasde planeamien-
to urbanísticodel municipio.

El panoramadescritono es precisamenteel
quepodemosretrataren estastierras,puestoquesi en
todoslos casosen losque las normasurbanísticashan
recogidoarticuladossobreel patrimonioarqueológi-
co, se puededecirque se ha redactadounamáso me-
nosadecuadanormativaparasu protección,son muy
escasoslos ejemplosde ayuntamientosquehayanpre-
visto la gestiónde las intervencionesarqueológicasen
el subsuelode suscascosurbanosy, por el momento,
no hayningunoquedispongadeunaadecuadaestruc-
tura administrativaparahacersecargode estatarea,
con arqueólogosque formenpartecon estecometido
de laplantilladepersonalde lacorporaciónlocal. Pa-
ra quesehayallegadoa estasituación,acontececomo
factor fundamental,que la arqueologíano ha calado
en el tejido social y, acasoseahora,además,de recor-
darla peculiarestructuradel poblamientode Castilla
y León conmuchosmunicipios,perodeescasapobla-
ción y por tantocon menguadacapacidadeconómica.

Porúltimo, se nosocurrequeno esajenaa estasitua-
ción la falta de tradiciónen la arqueologíaurbanade
Castilla y León, quecomo tendremosocasiónde co-
mentardetenidamentemásadelante,sólo alcanzaun
ciertopapelsignificativo en los últimosaños.

2.4. El desarrollo de la arqueologíaurbana en
losconjuntoshistóricosde Castillay León

Es de sobraconocidoque la mayor partede
las localidadesdeclaradasConjuntosHistóricos con-
tieneninteresantesevidenciasarqueológicasocultasen
su subsuelo.Esta riquezahistórica,alteradasubstan-
cialmentepor la espectacularremodelaciónde los es-
paciosurbanosen los últimos años,hapropiciadoque,
a la par de la renovaciónurbana,asistamosa un im-
portanteincrementode las intervencionesarqueológi-
casen loscascosurbanosde Castilla y León (Figura
2). Inclusoa pesardel retrocesoconocidoque ha su-
frido el sectorde la construcciónen fechasrecientes,
el númerode excavacionesno ha dejadode aumentar
y de las caside 460 intervencionescomprendidasen
el periodo 1985-1995,masdel 50% se sucedieronen
loscuatroúltimosaños.

It-

- ~--r-- uF
4.
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Fig. 2.- Intervenciones arqueológicas en solares urbanos entre 1984 
y  1995. 

No cabe duda de que este tipo de actividades 
arqueológicas no se puede entender sin compararlo 
con la evolución del sector de la construcción en 
nuestro país, pero ademas tiene seguramente algo que 
ver la revalorización de la arqueología que trata los 
restos de época medieval, moderna o incluso más re- 
cientes. Esto supone una visión de la arqueología en 
consonancia con la estimación instrumental y técnica 
que ha venido a consagrarse en los últimos tiempos y 
que, como hemos visto anteriormente, participa e im- 
pulsa activamente la Ley 16/85, frente a la prelación 
cronológica que hasta hace muy pocos años consintió 
una atención privilegiada a la documentación de res- 
tos en las ciudades con un notable pasado romano. 

No es ajena tampoco a la dinámica creciente 
de las excavaciones en solares la actitud de la admi- 
nistración autonómica de promover y garantizar ac- 
tuaciones arqueológicas allí donde sean más precisas, 
y no podemos nombrar otro lugar en que este más 
justificado este criterio de la documentación de los 
restos arqueológicos que el subsuelo de los solares en 
construcción de nuestras ciudades. No han faltado, 
con todo, críticas acerca de la supeditación de las ex- 
cavaciones en los solares a los supuestos intereses de 
los promotores. Quienes así opinan olvidan que, a fal- 
ta de un adecuado marco normativo, la destrucción de 
restos arqueológicos ha sido algo muy habitual, salvo 
excepciones, en la mayoría de las ciudades, por lo que 
la excavación arqueológica, aunque suponga a la pos- 
tre el vaciado del solar, no deja de ser una situación 
paradójicamente novedosa y positiva. Pero no quedan 
ahí las demandas del patrimonio arqueológico en los 
cascos urbanos y apenas sorprende hoy que, en para- 
lelo a la dinámica de intervenciones arqueológicas, se 
propicien y señalen en el planeamiento urbanístico los 
instrumentos de compensación que faciliten, tras el 
hallazgo de unas estructuras relevantes, su conserva- 
ción in situ. Una situación esta última que cada vez va 
siendo menos rara. 

Las actividades normalmente subvenciona- 
das a profesores universitarios, y con la exclusiva fi- 
nalidad de resolver una incógnita científica, que ocu- 

&n. II.- Protección de restos romanos de la Plaza Romana de As- 
torga, León. 

paban, tanto en número como en inversión, el papel 
predominante durante los primeros años de vigencia 
de la Ley 16/85, no teman lugar, salvo casos muy ais- 
lados -por ejemplo en la localidad leonesa de Astorga 
(Lamina II)- sobre solares de las ciudades. La situa- 
ción cambió radicalmente a partir de 1988, a los po- 
cos meses de la creación de los puestos de Arqueólo- 
go Territorial en todas las provincias de la Comuni- 
dad, los cuales casi desde su incorporación entran a 
formar parte de las Comisiones Territoriales de Patri- 
monio en las que se deciden, conforme a la Ley 16185, 
entre otras cuestiones, las condiciones de las obras de 
los Conjuntos Históricos, hasta tanto no cuenten con 
una Plan Especial aprobado. 

Para comprender el papel que tal tarea está 
llamada a ocupar en la actividad arqueológica en Cas- 
tilla y León, diremos que las intervenciones en solares 
urbanos han supuesto entre el 30% y el 40% de todas 
las intervenciones que hán tenido lugar en el periodo 
comprendido entre 1988 y 1992, pero es que en 1993 
superaron el 40% y en 1994 y en 1995 alcanzaron ca- 
si el 50% de toda la actividad arqueológica de exca- 
vación en la comunidad. Este caracter preeminente no 
~610 se determina por su número, sino también por los 
recursos que se invierten en ellas, tanto de dinero pú- 
blico como por parte te los promotores de las’obras. 
A todo ello hay que sumar un aspecto que nos parece 
muy importante, como es la entidad y envergadura de 
la información histórica que generan, imprescindible 
para todo aquel que se proponga investigar sobre la 
evolución histórica y extensión de muchos núcleos 
históricos, y que ha permitido, junto a la exitosa reco- 
pilación de datos sobre evidencias prehistóricas y ro- 
manas, una gran información sobre las características 
de la vida cotidiana en época medieval y moderna. 
Este aspecto de la información histórica recuperada 
en condiciones de urgencia nos lleva a reflexionar so- 
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bre el modelo de intervención en las ciudades, tras una 
etapa en la que ha predominado la contratación de pro- 
fesionales o empresas de arqueología que cumplen un 
valioso papel en esta actividad. Tal vez, a partir de un 
determinado momento en el que la intervención se ha 
sistematizado, se hace necesario proponer para deter- 
minados núcleos históricos otras fórmulas de actua- 
ción arqueológica que pasan por la creación de equi- 
pos estables. 

Con todos estos fundamentos podemos afir- 
mar que la norma legal, una vez más, constituye un 
hito que ha contribuido a que se amplíe notablemente 
la protección y documentación de las evidencias ar- 
queológicas, diversificando los objetivos de la disci- 
plina y potenciando su acrecentamiento; añadiendo 
además una interesante labor de difusión, puesto que 
al desarrollarse las excavaciones en convivencia con 
los ciudadanos se convierten, gracias a esta circuns- 
tancia, en garantía de su proyección social. 

2.5. La relativa eficacia de la declaración 
genérica de los lugares con arte rupestre 

En la Comunidad de Castilla y León se cono- 
cían hasta 1995 un total de 121 lugares con motivos 
pintados o grabados -no se incluyen en esta cifra los 
lugares o conjuntos de abrigos que cuentan con una 
declaración individualizada- y que, por tanto, partici- 
pan de la declaración genérica como Zonas Arqueoló- 
gicas expresada en el artículo 40.2. No parece necesa- 
rio extendernos sobre el notable acierto de la norma 
por lo que significa de situación cautelar, garantizan- 
do ante todo la facultad de la Administración para 
ejercer acciones de defensa y protección de esos luga- 
resen cualquier momento y circunstancia. 

Si enumeramos las principales características 
de los bienes amparados por la declaración genérica, 
se nos ocurre que existen varias diferencias frente a la 
declaración individualizada. Así, se advierte que hay 
un desconocimiCnto por parte de los ciudadanos a los 
que afectan, o, relacionado con lo ya dicho, tampoco 
hay un reconocimiento general de la importancia del 
hallazgo, al no existir la condición de información pú- 
blica sobre la nueva situación de estos bienes. Otra de 
las diferencias principales frente a las Zonas Arqueo- 
lógicas con declaración individualizada es la ausencia 
de una delimitación del entorno afectado y por tanto 
de la realidad física y el territorio que están sujetos a 
la protección. De todo esto se deduce la necesidad de 
contar con una declaración individualizada que garan- 
tice su protección y conviene en su importancia. 

Testimonio elocuente de lo que estamos na- 
rrando es que, de hecho, por esos y otros factores, dis- 
ponen de una declaración específica bastantes de los 
lugares con arte rupestre más interesantes de la Co- 
munidad. En buena parte de los casos su reconoci- 

5 Lh. III.- Grabados rupestres medievales de Domingo García, Se- 

/ 

mi&nto parte de situaciones anteriores a la ley 16/85, 
como las representaciones paleolíticas y postpaleolíti- 
cas del complejo de Ojo Guareña en Burgos y, en la 
misma provincia; la cueva de Penches o los conjuntos 
de Atapuerca, entre ellos la famosa Galería del Sílex; 
en Salamanca el Canchal de las Cabras Pintadas de 
las Batuecas; en Segovia los grabados de San Isidro 
en Domingo García (Lámina III) y la cueva de los Ene- 
bralejos en Prádena; o en Zamora el abrigo de El Pe- 
droso, que forma parte de un interesante complejo 
cultural junto con el poblado calcolítico. Reciente- 
mente, ya en vigor la Ley 16/85, se ha dispuesto la in- 
coación y posterior declaración del emblemático con- 
junto de pinturas rupestres de Valonsadero, en las cer- 
canías de la capital soriana. Las principales aportacio- 
nes de la declaración son las ya apuntadas anterior- 
mente: poner de manifiesto ante los ciudadanos la re- 
levancia del conjunto, a la vez que conocer sus posi- 
bles alegaciones, y delimitar un espacio que abarcará 
los abrigos y su entorno con una amplftud espacial su- 
ficiente para garantizar su correcta protección, con- 
templación y visita. 

2.6. Inexistencia de declaraciones de bienes 
muebles iyyedtariados en Castilla y León 

4 

Tal y conk, hemos referido ya antes, en el ar- 
tículo 1.3. de la Ley se establece que los bienes más 
relevantes debieran ser inventariados o declarados bie- 
nes de interés cultural. Por su parte, en el artículo 26 
y siguientes se desarrollan algunas condiciones y el 
procedimiento general que ha de regir para la inclu- 
sión de bienes muebles -la norma se refiere exclusi- 
vamente a éstos- en el Inventario General. 

Da la impresión, en lo que respecta concreta- 
mente a los bienes muebles del patrimonio arqueoló- 
gico, que su inclusión en el Inventario General se ciñe 
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exclusivamentea los bienes,enmanosde particulares
o de institucionespúblicas,que se hayandescubierto
con anterioridada la Ley 16/85, puestoque todoslos
bienesarqueológicos,desdesu entradaen vigor, tie-
nen la consideraciónde bienesde dominio público,
una importantenovedadrespectoa la legislaciónan-
tenor.

Tal consideraciónposibilitaunaseriede dis-
posicionespor las que la Administración adquiere la
obligaciónde conocerlosy ejercer un control sobre su
usoy transmisión.Una intervenciónque,al igual que
en los bienesinmuebles,se sostienejurídicamenteen
que estosbienesostentanunafruición colectiva, sien-
do uno de losmejoresejemplosde la teoríade laPro-
piedadDividida. Tomadade JL. Alvarez (1989: 26),
estatesisdela doctrinajurídica italianaafirma que el
bien cultural es público no en cuantobien de perte-
nencia, sino en cuantobien de fruición. Los dos bie-
nes,el bien de pertenencia,propiedadprivada, y el
bien de fruición, propiedadcolectiva,coincidenen el
soportefísico, perono en la tutelajurídicani en la ti-
tularidad,queen un casose atribuyenal Estadoy en
otro al propietario.

Puestasasítas cosas,es manifiestoqueexis-
ten objetosy algunaspequeñas,y no tanpequeñas,co-
leccionesde bienesarqueológicosen la Comunidad;
por contraen Castilla y Leónno constatamosun sólo
bien mueblearqueológicoinventariado.¿Existealgu-
narazónqueexpliqueestaaparentecontradicción?

En primer lugar, en cuantoal conocimiento
de los bienes,premisabásicaparaejercer el control,
en la prácticalos propietariosy poseedoressóloestán
obligadosa comunicarsu existenciaantesde la venta
o transmisióna tercerosde aquellosmueblesquereú-
nanel valor y característicasque se señalenreglamen-
tariamente.Segúnel Real Decreto64/1994de 21 de
marzo, por el que se modifica el Real Decreto 111/
1986 de 10 de enero,de desarrolloparcial de la Ley
16/85,el valoreconómicomínimo queobliga a la co-
municaciónse cifra para los objetosarqueológicosen
1.000000de pesetas.Estasupeditacióna un montan-
te económicoexageradamentealto de los objetoscons-
tituyeun serio obstáculoparala acciónefectivade su
acogidaen la normalegal. En modoalguno secom-
prende,por otro lado, en unaLey en que priman los
criteriosde índole técnica,quea la horade tratarlos
bienesmueblesarqueológicosse decanteel RealDe-
creto por unadeterminacióneconómica,puestoque
hay objetosquepor otras diversascircunstancias—su
notableinteréscomoreferentesde la cronologíade un
lugar arqueológico,su excepcionalidad,su valor co-
moexpresióndeunadeterminadatécnicao grupocul-
tural— hubieranmerecido la atenciónpor partede la
Administración.

No nospreguntaremosaquísi el criterio eco-
nómico es también discutiblepara otros bienesmue-

bies, como pinturas,esculturas,etc.,aunquesi pode-
mosafirmarque no resulta,a nuestroentender,el más
adecuadopara los bienes arqueológicos,puesto que
hay indiciosbastanteelocuentesdequela generalidad
de los bienesarqueológicosenmanosde particulares
no se adecuana aquelvalor. Del mismo modo,cree-
mos no andarexcesivamentedesencaminadosal sos-
pecharqueunade las consecuencias,aun másgraves
si cabe,sobre lo que ha venido a dictaminaren este
puntola norma,abundaindirectamenteen ciertafalta
de legitimaciónde la Administraciónparala inspec-
ción, control y seguimientode aquellascoleccioneso
de las compraventasque se produzcande los bienes
en los queno concurranlas condicioneseconómicas
aludidas.Máxime si tenemosen cuentaque no se de-
dica en la Ley ninguna referenciaa los bienesmue-
bIesqueno alcancenesaconsideraciónde BienesIn-
ventariados.

2.7. El desamparodel patrimonio
arqueológiconodeclarado

Como hemos referido, los juristas, inevita-
blemente,insistenen queel patrimoniohistóricocon-
templadoen la Ley es aquélque estádeclarado.No
obstante,se reconoceal mismo tiempoque, con ca-
rácter excepcionaly transitorio, puestoque está su-
bordinadoa la puestaen marchade alguno de esos
procedimientos,el no inventariadoni declaradoes
igualmenteobjeto deregulaciónparael derecho(Ba-
rrero 1990:265-266).En el marcodeeserazonamien-
to existenunaseriede disposicionesquetutelanel va-
br cultural, y así, llegadosa la lecturadel artículo 37.
2. dela Ley, nosencontramosel preceptoquepermite
a laAdministracióncompetentela intervencióny pro-
tección de lugares arqueológicosno declaradosante
la amenazade su deterioro o destrucción.En virtud
del texto mencionadoen la comunidadde Castilla y
León seprocedióa laparalizacióndeobrasen 16 oca-
siones.¿Sonéstoslos únicos conflictos duranteestos
diez añosentreel patrimonioarqueológicoy las obras
públicaso privadas?Evidentementeno.

Aunquepudieratratarsesólo de una impre-
sión,somospartidariosde explicarla escasaaplicación
de la normarecordandoque las distintassolucionesa
la afecciónde una determinadaobraen un lugar ar-
queológicose hanproducidopor un inmediato con-
sensocon los responsablesde los trabajos,resolvién-
dosela situaciónsin recurrir al tramite legalde la pa-
ralización.Eso sí, éstase reservapara ciertasocasio-
nesespecialmentedifíciles, en las que no se hadetec-
tado sensibilidadparasolucionarel problemapor par-
te delpromotoro responsabledelas operaciones.

Digamos,pues,quenosencontramosanteun
instrumentolegal quepermitepreservarcualqnierbien
inmueble arqueológicode su posibledestrucción,sí
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bien nosfalta seguridadparaafirmar estacuestiónen
términosabsolutos.Queremosdejarconstanciadeque
entodosloscasosenlos que seha procedidoa la pa-
ralizaciónde unasobrasaplicandotal artículo, se ha-
bía producidoya unadestrucciónmáso menosgrave
de bienes arqueológicos.Uno de los que tuvieron
consecuenciasmás gravesafectóal entornode la po-
blaciónde CocaenSegovia,dondeunazanjadeabas-
tecimiento de aguaalteróalgunosrestosde la antigua
poblaciónindígenade Cauca;o, por citar otro lugar,
los trabajosde extracciónde áridosque alteraronel
asentamientoromanode Cabezónde Pisuerga,pobla-
ción cercanaa Valladolid,conla destrucciónde vanas
estructurasde habitación,y así podríamosseguircon
otros tantossucesos.

Aunque son ideasya vertidashastala sacie-
dad, no nosresistimosa exponerque la peculiaridad
de los bienesinmueblesarqueológicoscomo patrimo-
nio no renovableles haceespecialmentevulnerablese
impidequeunanorma,comola queestamostratando,
resultetotalmenteeficazen nuestradisciplina.No sin
cierta osadía,nospermitimos,en estaocasión,poner
en teladejuicio la existenciade un planteamientonor-
mativoque facilite la conservaciónde losyacimientos
o sitios arqueológicosno declaradose incluso nos
atrevemosa sugerirunaciertaindefensiónde los mis-
mos.

Porsupuestoque se puedebuscar la protec-
ción de los lugaresarqueológicosno declaradosa tra-
vés del amparoen otras normativasde gran implica-
ción sobrela ordenacióndel territorio, como las nor-
masde planeamientourbanísticoo aquellasotrassobre
los Espacios Naturales Protegidosque se ocupan
igualmentede los recursosculturalesque acogenen
su territorio, peroello noses másqueunaconsecuen-
cia de que en la actual legislaciónsobrepatrimonio
histórico no se contemplaun desarrolloadecuadode
la defensay consideracióndel conjunto de sitios ar-
queológicos.Algo que, entreotras consecuenciasy
repercusionesnegativasen el conjuntodel patrimonio
arqueológico,lleva aparejadoun extraordinarionú-
tuerodeintervencionesarqueológicasno previstas.

Quizásseainteresanterecordarahoracómo
algunosdiputadospusierondemanifiestola granpre-
dilección de la Ley por el patrimoniodeclarado,del
quequedabafuerabuenapartede nuestrolegadohis-
tórico.Recordemos,siguiendoa de C. Barrero (1990:
268),que el diputado PérezRoyo, en la tramitación
parlamentariadela Ley, expusoqueéstapartíade una
idea atomistadel patrimonio, más propiadel pasado,
no siendo precisamentebuenasu concepcióncomo
suma de elementossingulares. ParaPérez Royo lo
principal es conservar,proponiendoel citado diputa-
do quese consideraranen principio Bienesde Interés
Cultural todos los bienesincluidos en el artículo 1
con más de 100 años de antigUedad.Algo diferente,

pero que en esenciaparticipacon la propuestaante-
rior de un caráctermás globalizadordei patrimonio
histórico, es la opinión defendidapor JL. Álvarez
(1989: 115), para quien la clasificaciónde los bienes
culturalesdeberíaestarencabezadapor los Bienesde
Interés Cultural, a los que seguiríanlos bienesinte-
grantesdel Inventario,categoríaen la que se inclui-
rían aquellosmuebleso inmueblesque no tienen la
suficienteentidadparaserdeclaradosBienesde Inte-
rés Cultural, pero a los que debecorrespondercierta
protección.

En apoyode las opinionesmencionadas,pen-
samosque hubierasido relativamentesencillo deter-
minar, comoenel casode los bienesmuebles,la cate-
goríadebien inventariado,unafiguraadministrativaa
la que podríanhaberaccedidoaquellosbienesinmue-
bIesno tan relevantescomoparaserprotegidosconla
declaraciónde Bienesde InterésCultural. La situación
actualsuponeun trato discriminatoriocon los bienes
inmueblesdel patrimonioarqueológico,si cabeaun
másacentuadoquecon otrosbienes,puestoque recor-
demosque los bienesmueblesde carácterarqueológi-
co, apartede su inclusión en el Inventario General,
sonconsideradostodosellosbienesde dominiopúbli-
co a partirdela promulgacióndela Ley.

En definitiva, suponemosque la Ley nació
con el propósitodel amparode losbienesarqueológi-
cos,peroestasoluciónde todo el conjunto del patri-
monio histórico, va a ser, en palabrasde Barrero
(1990: 259),debilitada,cuandono contradicha,porel
conjunto del texto legal, del que se deriva una estre-
cha vinculación con los procedimientosformalesde
la declaración.De poco o nadasirve, concluyeesta
jurista, en el ámbito normativo afirmar queun bien
poseetal cualidad,si no seve sometidoparalelamente
a unaregulaciónjurídicaque lo preserve.

2.8. Los bienesarqueológicossonahorabienes
de dominio público

No podemospor menosde aseverarque uno
de los dictadosmásejemplaresde la Ley ha sidocon-
cebir todos los restosarqueológicoscomo bienesde
dominio público a losque puedey tiene la obligación
de accederla Administración competente.Se ratifica,
en efecto, la titularidad públicade estosbienes,una
peculiar situación jurídica que adquierendesdesu
descubrimiento,y quesin duda algunatiene la inten-
ción de concentrarla riquezaarqueológicaen manos
de la Administración.

¿Quéadministraciónes la implicada?Resul-
la extremadamentedifícil sintetizaren pocaslineasla
extensaargumentaciónjurídica de Alegre (1994: 351
y ss.), que consideralos bienesarqueológicoscomo
bienesde dominio público estatal,basándoseen que,
segúnel articulo 132.2. dela normaconstitucional,el
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mar territorial y la plataformacontinentalsonde do-
minio estatalpor lo quecabeentenderque de la mis-
maforma lo sonel subsueloy la superficie,los otros
doslugaresmencionadosen el articulo 40 de la Ley
de PatrimonioHistórico Español.Si bien nos hace-
mosecode estainterpretaciónjurídica, no nosparece
principal, enestosmomentos,entrara discutir si exis-
te un problemacompetencialentrelas distintasadmi-
nistracionessobre los hallazgos,ya quehastael mo-
mento no seha dadonuncaunasituaciónde estasca-
racterísticasy ciertamenteen el día a día siempreha
sido la ComunidadAutónomala que se ha encargado
de la recuperacióny gestiónde todos los hallazgos
producidos.Nos apuntamosinteresadamentepor tanto
a la opinión de SainzMoreno (1992: 40), paraquien,
peseal silencio legal, la interpretaciónmásrazonable
es la que atribuye la obligación de la gestión y por
tanto la titularidad de los bienesa la ComunidadAu-
tónomaendondese produceel descubrimiento.

Dehecho,sonciertamentenumerosaslas co-
leccionesy objetosque en losúltimos añoshaningre-
sadoen los museosprovincialesen función de la fi-
losofía expuestaen la Ley de PatrimonioHistórico
Español, variando substancialmenteuna cierta ten-
cIencia, no especialmentefeliz, de los primeros años
de la décadade los 80, cuandopredominabael senti-
do privado de las colecciones,lo que llego a provo-
car, incluso, significativos revesesen alguno de los
intentosde recuperaresosobjetos.

Así, setieneconocimientode que al realizar
unasobrasen un solar,en el año 1984,queafectaron
a la murallade la ciudad de Salamanca,aparecieron
varias estelasromanasque fueron recogidaspor el
promotorde las obras,dequien se supoentoncesque
disponía,desde1970,de otra decenade estelasroma-
nas halladasen un solar de su propiedad.Se requirió,
enaquelmomentoa travésdela DirecciónGeneralde
Patrimoniode la Juntade Castilla y León, la entrega
de las estelascitadasal museocorrespondiente,y al
no obtenerresultadospositivos se efectuódenuncia
por el director del museopor apropiaciónindebida,
siendosobreseídaslas actuacionespor estarprescrita
la acción. Con posterioridad, que por intentarlo no
quedara,se ideó otra forma de recuperarlas piezas
denunciandola desobedienciadel ciudadanopor ne-
garsea entregarlas estelasa requerimientode la De-
legaciónTerritorial de Cultura de la Juntade Castilla
y León. En un auto de 2 de julio de 1985 se sobrescie-
ron las actuacionespor faltade pruebasy haberpres-
crito la acción.

El mismo añoy curiosamentepor un número
y tipo de material arqueológicoidéntico, treceestelas
de épocaromana,tuvo lugaruna sentenciade 21 de
septiembrede ¡985 del Juzgadode primeraInstancia
de Vitigudino, en laqueseadmitíael recursoy se ab-
solvíaal procesadode unafalta de desobedienciain-

terpuestapor unasentenciapreviadictadapor el Juez
de Distrito dela citadalocalidadsalmantina.Curiosa-
mente,esteúltimo habíasentenciadodosmesesantes
al poseedorde las estelas—halladasen distintasfaenas
agrícolasenel castrode YecladeYeltes—porunafal-
ta de desobedienciaal requerimientohechodesdela
Juntade Castilla y León a instanciadel director del
Museode Salamanca,para la entregade las piezasen
el MuseoProvincial.

Con independenciade que se puedahacer
una rigurosavaloración de los posiblesdefectosad-
ministrativosquea la postrecondujerona que los ha-
lladoressequedaranconlas piezasen litigio, paraque
esto sucedieraasí cabríavincular estossucesosa la
ausenciade un instrumentolegal tan clarificador co-
mo el que se instauraen la Ley 16/85 sobrelos ha-
llazgoscasuales,quepermite atisbarunanuevaargu-
mentación,sobre todo en ciertas operacionesespe-
cialmenteconflictivas de las que son protagonistas
destacadaslas FuerzasdeSeguridaddel Estado.

A modo de simple ejemplo podemosnarrar
la actuaciónde la Policía Nacional de la ciudad de
Valladolid,que a requerimientodel Servicio Territo-
rial de Cultura,al conocerde la existenciade distintas
piezasromanas,entreellas una litigatio, en poderde
un ciudadano,procedióal registrodomiciliario y de-
comisóvariaspiezasque se depositaronen el Museo
Provincialde Zamora,puestoqueprocedíande yaci-
mientosdeestaprovincia.

Entre las numerosasactuacionesde la Guar-
dia Civil en la recuperaciónde bienesarqueológicos
hemosseleccionadoalgunasno precisamentesenci-
lías. Conocidala existenciade un torquesprerromano
de oro hallado en León, se solicitó su entregaa los
halladores,no obteniendoel ArqueólogoTerritorial
ningúnresultadopositivo en estasgestionesal mani-
festar los poseedoresla pérdida del objeto. Puestos
estoshechosen conocimientodel GobiernoCivil de
León, la GuardiaCivil se hizo cargode las actuacio-
nes y recuperéde forma inmediatala piezaen cues-
tión. Porotraparte, un vecinodela localidadde Arra-
balde,enZamora,comunicóalos representantesdela
JuntadeCastilla y Leónen estaciudadquese habían
producidointeresanteshallazgosenel castrode Ana-
baldepor unosciudadanosde poblacionespróximas.
Trasrecabarla mayorinformaciónposiblepor la Ar-
queólogaTerritorial, se comunicaronlos hechosal
GobiernoCivil y el 14 demayo de 1987 se entregóen
dependenciasdela Juntade Castillay Leónun lote de
objetosintervenidosel día anterior. Lo más sorpren-
dentedel casoes queuna de las personas,inculpada
por la GuardiaCivil en las excavaciones,entregósolí-
citamenteun tesorocompuestopor 18 piezasde oro y
plata, todosellos elementosde adornopersonaly de
cronologíaprerromana,unossucesosquedieron lugar
a un juicio quecomentaremosmásadelante.
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Lám. IV.- Atesoramiento celtibérico recuperado en Padilla de Due- 
ro, Valladolid. 

En alguna ocasión ni siquiera las acciones de 
la Guardia Civil fueron suficientes, como sucedió con 
el hallazgo de un tesoro celtibérico en Padilla de Due- 
ro, en Valladolid (Lámina IV), suceso que traemos a 
colación pues ciertamente, en el aspecto que estamos 
tratando, constituye una prueba de la contundencia de 
la Ley. En junio de 1985, en unas obras se descubrie- 
ron algunas joyas celtibéricas, de las que se apropia- 
ron al parecer algunos operarios. Por parte de la admi- 
nistración, tras conocer los hechos, se requiere la en- 
trega de los objetos, con resultados infructuosos, al 
igual que sucede con las gestiones de la Guardia Ci- 
vil. Puestas así las cosas, se inició un expediente san- 
cionador por no comunicar el hallazgo casual, propo- 
niéndose una multa cuantiosa. El efecto fue inmediato 
pues los implicados, nada más tener conocimiento de 
inicio del expediente sancionador, entregaron tres tor- 
ques de plata y otros tantos brazaletes espiraliformes. 

En términos generales, la redacción del artí- 
culo 44.1. y el concepto de bienes de dominio público 
instaura la concepción pública del patrimonio arqueo- 
lógico. Bastantes experiencias, mucho más que las 
comentadas de forma anecdótica líneas atrás, ratifican 

’ lo adecuado del propósito y la validez del texto legal. 
Sólo cabe enunciar un problema menor, que no en- 
sombrece la eficacia de la norma. Radica aquél en que 
la interpretación jurídica del término de dominio pú- 
blico, o mejor dicho la sanción administrativa contra 
lo dispuesto sobre esta cuestión en la Ley, no se pue- 
de aplicar sobre hechos que hayan tenido lugar con 
anterioridad a la promulgación de la propia Ley, es 
decir de la fecha concreta del 25 de junio de 1985, ya 
que según la norma constitucional, en concreto el arti- 
culo 25.3., nadie puede ser sancionado por acciones u 
omisiones que en el momento de producirse no cons- 
tituyeran delito, falta o infracción administrativa según 
la legislación vigente en aquel momento. No es por 

tanto baladí la obligación de la Administración de 
asegurar que el hallazgo de unos restos en litigio se 
haya producido con posterioridad a la fecha señalada. 

3. CON LA LEY EN LA MANO: 
SENTENCIAS JUDICIALES Y 
EXPEDIENTES SANCIONADORES 

3.1. Las escasas sentencias jhdiciales 

Con independencia de si están declaradas o 
no Zonas Arqueológicas, la Ley regula las posibles 
actuaciones sobre los bienes inmuebles de carácter ar- 
queológico, enumerando una serie de condiciones que 
se deben cumplir para acceder a la autorización y ha- 
ciendo especial referencia a que las actividades no au- 
torizadas serán sancionadas por la vía penal o admi- 
nistrativa. 

No es este el lugar para detenerse a enumerar 
y analizar la evolución de las actividades arqueológi- 
cas autorizadas, ni para tratar el carácter ineludible de 
la autorización administrativa, sobre todo, como medio 
de superar la lacra de la destrucción de los yacimien- 
tos arqueológicos por acciones, no precisamente in- 
frecuentes, de desaprensivos. 

En los primeros anos que han transcurrido 
desde que la Comunidad Autónoma tiene competen- 
cias sobre el Patrimonio Arqueológico, contabilizamos 
catorce actuaciones judiciales sobre presuntas activi- 
dades ilegales que afectaron a este tipo de patrimonio. 
De ellas, la mitad se resolvió con la absolución de los 
inculpados o el sobreseimiento de la causa penal. La 
cifra es enormemente reveladora de que en las actua- 
ciones judiciales, en los que en la mayoría de los pro- 
cesos mencionados quedaron probados los hechos, no 
se encontró justificada la falta o delito por las prospec- 
ciones 0 excavaciones arqueológicas sin autorización. 

Como ejemplo, podemos relatar que una de 
las sentencias, fechada el 1.5 de julio de 1985, conde- 
nó a los dos procesados a dos días ¿le arresto menor 
por una falta de hurto en las ruinas del campamento 
romano de Renieblas, en Soria. Y en la misma fecha 
y juzgado, el número 1 de ia Audiencia Provincial de 
Soria, tuvo lugar qt&i ‘sentencia en la que por unos he- 
chos similares se abjplvió a los procesados de la falta 
de hurto en el citado campamento de las cercanías de 
Numancia. 

Podemos también mencionar la sentencia in- 
criminatoria del Juzgado de Instrucción del Burgo de 
Osma, acerca de unas personas sorprendidas con un 
detector de metales en un lugar arqueológico con el 
significativo epónimo de “Los Ladrillejos”, en el en- 
torno de la ciudad celtibero-romana de Uxama, que se 
resolvió con la condena a los infractores, como auto- 
res de una falta de hurto, a la pena de 15 días de arres- 
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to menor, al pago de una indemnizaciónno superior
al millón de pesetasa la Juntade Castilla y León,de-
cretándoseademásel decomisode los detectoresde
metalesy las monedasque portaban.Con todo, esta
sentenciafue posteriormenterevocadaen la Audien-
cia Provincialde Soria, absolviendoen último térmi-
no a los procesados,aludiendoa que se tratabade una
actividadque debíainscribirseen la vía administrati-
va, por lo que la comunicó a la Juntade Castilla y
Leónpor si estimaraconvenientereabrirel expedien-
te sancionadoren su día paralizadopor la actuación
penal.Eso si, pusoa disposiciónde la Juntade Casti-
lía y Leónlas monedasy demásobjetosincautados.

Nos detendremos,aunqueseabrevemente,en
los fundamentosdederechodeestasentencia,ya que
en ellos gravitanlas razonesqueexplicanla situación
exculpatoriade variasde las sentenciasjudiciales.En
su fundamentoterceroseindica: “Por lo que serefie-
re a los pequeñosagujerosallí realizadosy quepue-
densercalificadosde prospeccióny que no gozaban
de la correspondienteautorización,nos encontramos
conuna actividad enmarcadaen el artículo423.dela
Ley de PatrimonioArtístico y que debesercorregida
en sucasoadministrativamente,decidiendoen lo dis-
puestoen el articulo 76.1. de la referidaLey”. Yen el
fundamentocuartosigue: “En consecuencianos en-
contramoscon unaactividad, la desarrolladapor los
denunciados,que debeinscribirseen la vía adminis-
trativay quecarecederelevanciapenal”.

lina excepción,como no podíasermenos,a
estasituación general la representanlas actuaciones
judicialesquetuvieronlugarenlaprovinciadeZamo-
va. Una sentenciadel Juzgadode distrito deBenaven-
te condenóal infractor a la penade multa de 15.000
pesetascon un día de arresto sustitutorio por cada
5.000pesetaspor carecerdeautorizaciónpararealizar
excavacionesen el lugar arqueológicode La Dehesa
de Morales en Fuentesde Ropel, y a la penade 15
díasdearrestomenory pagode las costaspor unafal-
ta de hurto. En el mismojuzgadotuvo lugarotra sen-
tenciasobreunoshechosacaecidosen el campamento
romanodePetavonium,en Rosinosde Vidriales,don-
desesorprendióa dospersonascondetectoresde me-
talesqueportabanvarios objetosarqueológicos;éstos
sedepositaronen el Museode Zamora,unavez reali-
zado el pertinenteatestadode la Guardia Civil. La
sentenciaen cuestióncondenóa los dos infractores
por una falta de hurto a la penade 7 díasde arresto
menor.

Entre todaslas sentenciasacaecidasenel Juz-
gado de Benaventeresultaemblemáticala que acon-
teció sobreunoshechosmencionadosanteriormente,
el hallazgodeun tesoroceltibéricoenel castrode Las
Labradasen la localidadde Arrabalde,que fue entre-
gadopor susdescubridoresal MuseoProvincial,des-
puésde diversasgestionesdirigidas por la Arqueálo-

ga Territorial y la Guardia Civil de Benavente.La
sentenciacondenóalos dosinfractoresapenasde 5 y
6 mesesde arrestomayor y al pagode las costaspro-
cesalespor unafalta de hurto. A tenorde estopode-
mossuponerqueel juezsí advirtió que estasacciones
sobre el patrimonio arqueológicodebíanser severa-
mentecastigadasdesdesu ámbitocompetencial.

Aunquela mayorpartede las sentenciasju-
diciales quehantenido lugar sobre atentadosal patri-
monio arqueológicose refierena prospeccioneso ex-
cavacionessin autorización, nos resistimosa pasar
por alto que lassentenciasemanadasde los juzgados
han sido igualmenteexculpatoriaspor la realización
de obrasen los lugaresarqueológicos.Sirva comore-
ferentede estassituacionesla destrucciónparcial del
dolmen de Galisanchoen Salamanca,alteradosubs-
tancialmentepor unamáquinaexcavadoracon el ob-
jeto de extraertierra paraunaobraparticular,e igual-
mentela voladurade un panel congrabadosrupestres
en el sitio arqueológicode DomingoGarcía,en Sego-
via; en amboscasosel juez no encontrópunibleslas
acciones.

12. La positiva víaadministrativa de los
exped¡entessancionadores

Mucho másfecundosennúmeroy resultados
han sido los expedientesadministrativossancionado-
res que al amparode la Ley 16/85se hanresueltoen
nuestraComunidadAutónomasobrehechosqueafec-
tabanal patrimonioarqueológico.Hastaun totalde se-
sentay cinco expedientessancionadoresse iniciaron
en la décadaquenosocupa.De ellos quincetuvieron
como fundamentola realizaciónde obrasqueafecta-
ban a bienesarqueológicos,mientras que el resto se
instruyeronpor la realizaciónde prospeccioneso ex-
cavacionesarqueológicassin disponer del oportuno
permiso.De esteúltimo conjuntode expedientesúni-
camentediezfueron sobreseídos,por tantounaprime-
ra valoraciónquecabehaceres que, al contrario que
con las sentenciasjudiciales,unamayoríade los ex-
pedientesse han resueltoconmultasa los infractores.
La cuantíade las multasdifiere en los distintoscasos,
atendiendoa las condicionesy fundamentosque se
expresanen la Ley 16/85. Si podemosdecirque la
mediase situó en torno a las 200.000pesetas,aunque
no faltan multasde superiorcuantía,como la que se
estableciópor la excavaciónilícita en el yacimiento
de “Augustobriga”, en Muro de Agreda,en el que la
GuardiaCivil sorprendióa dos personascondetecto-
res de metalesy portandoalgunasmonedas,a los que
se les impuso unamulta de 750.000pesetasa cada
uno. En la mismapoblación,el 22 de septiembrede
1991 la GuardiaCivil sorprendióa dospersonasreali-
zandoexcavacionesarqueológicasauxiliados de de-
tectoresde metales, siéndolesincautadoslos citados
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detectores,dosmonedasy otros 9 objetosarqueológi-
cos.Los autoresfueron sentenciados,en un juicio de
faltascelebradoen el Juzgadode Instrucciónnúmero
1 deSoria,a cincodíasde arrestomenorpor dañoa la
propiedady al pagode las costasprocesales,senten-
cia queno llevó aparejadaque los hechosno fueran
consideradosdesdeel punto de vista administrativo.
En esalínea se resolvió un expedientesancionador
por carecerde la correspondienteautorizaciónpara
realizarexcavacionesarqueológicas,siendosanciona-
doslos dosencartadosa unamulta de 600.000pese-
tas, en un ejemplo de expedienteadministrativo que
contestasatisfactoriamentea la posibilidad de con-
fluencia de objetivos,tal y como iban sugiriendolas
sentenciasjudiciales,de la vía penal y de la vía admi-
nistrativa.

No dejaremos,contodo, de mencionaralgún
revésa lautilizacióndela víaadministrativa,como fue
la resolucióndictadapor el TribunalSuperiorde Justi-
cia de Castillay León al recursointerpuestopor unos
ciudadanosquehabíansidosancionadosconunamuí-
ta de 150.000pesetaspor realizarprospeccionesar-
qucológicasen el parajede “Las Quintanas”,en la lo-
calidadsorianadeQuintanaRedonda,sinel precepti-
yo permiso.El juez, en laestimacióndel recursoy ex-
culpacióndelossupuestosinfractores,valoróla faltade
objeto algunoensupoder,pesea quelaGuardiaCivil
los sorprendióconunapiquetay un detectordemetales.

Contrariamentehayqueseñalarque hubo ca-
sosen los que la Administración de Justiciadesesti-
mó los recursosinterpuestoscontrala sanciónadmi-
nistrativa,como en el caso de variaspersonassor-
prendidaspor la GuardiaCivil en la localidadde Vi-
llavieja del Muño en Burgos,provistosde un detector
de metales,portandouno de ellos dostrozosde cerá-
mica. Abierto el correspondienteexpedientesancio-
nador,resolvió ésteconunamulta de 100000pesetas
a cadauno delos autores.Presentadoel RecursoCon-
tenciosoAdministrativo, el Tribunal Superiorde Jus-
ticia de Castilla y León lo desestimó teniendo en
cuentaque“Cabe concluir que indiciariamentereali-
zabaprospeccionesno autorizadas,y por lo tanto ilí-
citas,conun aparato‘ad hoc’, lo que les hacemerece-
doresde las correspondientessanciones-

Aunque parezca prematuro concluir sobre
los efectosque la imposiciónde las sancionesadmi-
nistrativaspuedantenersobrelas actividadesilícitas,
lo menosque se puedeadmitires que,de entrada,su-
ponenun cierto freno a estetipo de lacra, evitando
queadquieramayoresproporciones.

Por si fuerapoco,en apoyode estasmedidas
coercitivasque reprimenlas prospeccionesy excava-
cionesilegales, la Comunidadcuentacon un decreto
queregulaen su territorio el usoy publicidadde los

detectoresde metales,el Decreto5 8/1994, de 11 de
marzo,sobreprospeccionesarqueológicas,utilización
y publicidadde aparatosdetectoresde metalesen ac-
tividades que afectenal PatrimonioArqueológicode
Castillay León.

Con anterioridada la Ley 16/85 existía ya
una notablepreocupaciónpor la proliferación de la
búsquedade objetosarqueológicoscon la ayudade
detectoresde metales,constituyendoestáunade las
causasmás frecuentesde deterioro o destrucciónde
lugaresarqueológicos.La situacióneratan grave que
inclusofue objeto de un debateen el Consejode Eu-
ropa, recogidoenla Recomendación921 de 1981.Te-
niendoen cuentaprecisamenteestaconcienciagene-
ral sobreel problemaque suponela utilización indis-
criminadadedetectoresde metalesen lugaresarqueo-
lógicos,no hubieraestadodemásquizásunareferen-
cia explícita en la Ley del Patrimonioa estetipo de
actividadilícita en la rebuscade materialesarqueoló-
gicos.Parahacerseuna ideadecómoinfluye en la ac-
tividad ilícita, sirva el dato de queen los cuarentay
nueveexpedientessancionadorespor prospeccióno
excavaciónsin autorización, en todos ellos los su-
puestosinfractoresportabandetectoresde metales.

A modode compendiode todo lo expuesto
en los epígrafesanteriores,nosvienea la memoriala
reflexión, quizásexageradamentenegativa,deManuel
Fernández-Mirandaa propósitode la proteccióndel
patrimonioarqueológico.Decíaeí arqueólogo:“des-
graciadamentelos resultadosen la prácticano sonmuy
halagtieños.Sancioneso procesospor delitos contra
el patrimoniosiguencontándosecon losdedosde una
mano,porqueni las fuerzasde OrdenPúblico, ni los
jueceshacencumplir la ley con el rigor necesario”.
Estascarenciasse completancon la imposibilidadde
la Administraciónde vigilar los lugaresarqueológicos
y la “justificada” desidiaciudadana(Fernández-Mi-
randa1994:80).

Un comentarioel anteriorconel quecoinci-
dimos solo en parte,puestoque es manifiestoque los
expedientessancionadores,provocadosen muchos
casospor la accióndevigilancia de las Fuerzasde Se-
guridad del Estado,no son excepcionalesen nuestra
Comunidady quepuedenserunaexcelentevía para
solucionara la postreel problemaquenos acontece.
Por contra,coincidimosconel insignearqueólogoen
quela erradicacióndelas accionesfurtivas sólovendrá
de la mano del apoyoa la protecciónde los lugares
arqueológicosqueobtengamosde la poblacióncivil.
No es posible concebir la protección eficaz del paúl-
monio arqueológicosi los ciudadanosen su conjunto
no participandeesafilosofía, algoque estáaun lejos
desuceder.
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4. LAS ACTIVIDADES
ARQUEOLÓGICAS AL AMPARO
DE LA LEY DEL PATRIMONIO

41. Definición de lasactividadesarqueológicas

Junto a las tareasde conservacióny protec-
ción quehemosvisto, la legislaciónactualseñalaotros
cometidosquesin dudamerecen,por suimportancia,
nuestraatención.Tal es el casode del em-iquecimien-
to del legadohistórico cultural y artísticode los pue-
bIos deEspañaquese estableceenel articulo46 de la
Constitución.Fiel a dichaobligación,la ley 16/85se
detieneen esteaspectoestableciendolas técnicaso
procesosnecesariosparaalcanzartal objeto en el ám-
bito del patrimonioarqueológico,entendiendoque tal
acrecentamientose posibilita con el descubrimiento
delos bienesy de suanálisisparael conocimientode
la historia del hombre, cuestionesambasligadas en
buenapartea las dosactividadesarqueológicasquela
Ley se detieneen definir: la prospeccióny la excava-
cion.

A juzgar por como ha evolucionadola ar-
queologíaen estosúltimos tiempos,habráque conve-
nir que se tratade losdospilaresen los que se funda-
mentabuenapartede la disciplina.Un rango sobresa-
lientequeha sido aceptado,e inclusopotenciado,en
los análisis de la arqueologíarealizadospor experi-
mentadosjuristas. Así, Barrero (1990: 649) viene a
señalarqueprospeccionesy excavacionessonel ele-
mento instrumentalo medial del patrimonioarqueoló-
gico, y baseparasupropiadefinición. Ademásse pre-
tende,paraambas,unanormalizaciónnotoria,ya que
no sólo sedefinen,sino lo quees aúnmás importante,
se regulasu puestaenpráctica,los requisitosparaob-
tenersu autorización,así como las obligacionesen
cuantoa su desarrollo,resultadosfinales y depósito
delos materialeshallados.

Como no podíaserde otra forma, estasacti-
vidadesarqueológicaspor excelenciahanexperimen-
tadounaconstanteevoluciónen cuantoa susmétodos
y objetivos.Pormencionarestosúltimos, diremosque
las excavacionesy prospeccionesarqueológicashasta
ladécadadelos80 estabanorganizadasen tornoa los
interesesexclusivamentecientíficos de los arqueólo-
gos. El procedimientomáscomúnsebasabaentonces
en ligar estrechamentela actividadarqueológicaa las
propuestascasi siempreindividualesde la investiga-
ción.

Este panoramaha sufrido un cambio muy
importanteen nuestrosdías.Porsupuestoque no ha
desaparecidola propuestade prospeccióno excava-
ción subvencionadasa equiposde investigación,pro-
movidasprincipalmentepor arqueólogoso equipos
integradosen departamentosuniversitariosy en me-
nor medidaen museos,peroes de notarquelas exca-

Fig. 3.- Campañasdeprospecciéne inversionesparala consecución
del InventadoArqueniégicodeCastillay León.

vacioneso prospeccionessubvencionadaspermane-
cenenun segundoplano.Desdemediadosdelos años
80, fechaquecoincidecon el traspasode competen-
ciasenmateriade arqueologíaa la ComunidadAutó-
nomade Castillay León, se produceunadiversifica-
ción de los objetivospor los quese realizanlas exca-
vacionesy prospecciones,primandosobremaneralas
que tienenlugarallí dondese suponequemásse pre-
cisan.Esteno hasido unhechoaisladoen nuestraCo-
munidad,si bien escierto que la inversiónse produce
inmediatamentedespuésdel traspasocompetencialy
la integraciónde arqueólogosen la estructuraadmi-
nistrativa.En efecto, se detectaun acrecentamiento
tanto en su númerocomo en la inversión pública y
privadade las prospeccionesrelacionadascon el In-
ventanoArqueológicode la Comunidad(Figura3) o
aquellasotras,másextendidas,quehacenposibleuna
política preventiva,al lograruna mínimaafecciónde
las obras públicas sobrelos recursosarqueológicos.
Porsu parte, entrelas actividadesde excavaciónvan
siendocadavez másnumerosaslas empeñadasen do-
cumentarlos restosarqueológicosen los solaresurba-
nospreviamentea la remocióndelos terrenos.

La multiplicación de excavacionesy pros-
pecciones,en funciónde los objetivosaludidos,no ha
sidoen ocasionesbienrecibida, criticándosesuexce-
sivonúmeroy, sobretodo,el escasoaprovechamiento
científico de sus resultados.Concierta frecuenciase
alude a que muchasde las excavacionesde los últi-
mostiempossealejade sufin, queesel conocimiento
de la historia del hombre. Pesea todo, no es menos
cierto quecadadía más estasintervencionesnecesa-
rias han supuestouna notoria contribucióna la a-
queología,tanto por el rigor de los trabajoscomo por
losdatosquehanaportado,unosdatosquese recogen
ampliamenteen la bibliografíacientífica reciente.

Perolo quenosimporta aquíno esalentaruna
polémicasobre la trascendenciade la actividad ar-
queológicaactual, sinopreguntarnosacercadela rela-
ción y vinculaciónentrela Ley 16/85 y la prácticaa-

1985. 1986. 1987. 1988. 1989, 1990. 1991. 1992. 1993. 1994. 1995.

Inversión en millones de pta.
Número de campañas
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queológicaenCastilla y León.Pensamosen una serie
de cuestionesa debatirsobreestosaspectos:en lo re-
lativo a las actividades¿hayunavaloraciónprincipal
de la prospección?¿enqué formapuedela Ley haber
contribuidoa la proliferacióndeexcavacionesdeman-
dadaso promovidaspor la Administración?;o ligado
con esteaspecto¿existeresponsabilidadde la Admi-
nistraciónen el apoyode las excavacionesconfines
exclusivamentede investigación?y, finalmente,en lo
que respectaa la metodologíade los trabajos,¿existe
el suficienterigor en la Ley parael control y el mejor
desarrollode aquellas?

4.2. La prospecciónarqueológica,actividad
prioritaria para la proteccióne investigación
del patrimonio arqueológico

El reconocimientode la prospecciónes una
auténtica novedaden la legislación del patrimonio
histórico ennuestropaís.Ello sin dudano es gratuito
y noshabladel valor sobresalientequeva asumiendo
estaactividadarqueológicaenel descubrimientoein-
vestigacióndel patrimonioarqueológico,así como su
contribucióna su proteccion.

Estaactividadarqueológicase ha convertido
en los últimos tiemposen un método y un fin en sí
mismo, ademásde seruna interesantetécnicaparala
investigaciónarqueológica,merceda su trascendental
aportaciónen lo queatañea la evolucióny los facto-
resde desarrollodel poblamientodeunazona,y de la
mismaforma por lo quesuponepara la comprensión
de muchosde los aspectossociocconómicosque les
suceden,superandofelizmenteaquellaetapaenla que
la prospecciónera solo un instrumentoparalocalizar
yacimientos y ayudar a seleccionaraquellos en los
queexcavar.

Por desgracia,la situación que caberelatar
ennuestroterritorioen la actualidadevidenciaquelos
proyectosde investigaciónque tienencomo práctica
de campofundamentalla prospecciónson aúnmino-
ritarios,contabilizándoseescuetamenteseis proyectos
en los diezañosdereferencia.

Nos parece aun más sugerentefundamentar
la preocupaciónde la Ley 16/85por la prospección
arqueológicapor lo quesuponede descubrimientode
los lugaresarqueológicos,que inevitablementecon-
duce a la confecciónde un catálogode yacimientos
arqueológicos,y por tanto de un instrumentobásico
parasu proteccióne investigación.

La comisiónFranceschini,entreotrasde sus
brillantesconclusiones,relacionabalaineficaciadelas
situacionesde protección,vigentesen aquel momen-
to, con el insuficienteconocimientodel mismopatri-
monio quehabíade serprotegido(Alegre 1994: 254),
unasituaciónquecon crecescabedibujar parael pa-
trimonio arqueológico.Esta deficienciahapretendido
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Fig. 4.- Prospeccionesarqueológicasrelacionadascon grandesobras
púbiicaso privadasautorizadasentre1985 y 1995.

ser corregidaen Castilla y León duranteestos años,
dedicandounaparte importantedel esfuerzoa obte-
ner,a travésde la prospección,unainformaciónbási-
ca sobre los bienes arqueológicosde la Comunidad.
Algunos datospuedenayudamosa situar estasafir-
maciones.Despuésdeunos añosen quelasprospec-
cionessellevaroncabosolo enalgunasprovinciasde
la comunidady con métodosy objetivos diferentes,a
partir de 1991 se acometeenla totalidadde las provin-
ciasal menosunacampañaanualde prospeccióncon
una metodologíacomún para todo el territorio. Del
esfuerzoeconómicosirvarelatarquese tratabade la
segundaactividad en inversióndel entoncesServicio
de Museosy Arqueología,sólo superadapor los tra-
bajosde adecuacióny difusión de los lugaresarqueo-
lógicos.

Por su parte,la necesidaddel descubrimiento
y catalogaciónde los bienes arqueológicosse con-
vierteen imprescindibleen el casodel territorio que
puedeverseafectadopor las grandesobraspúblicaso
privadas: autovías,gasoductos,oleoductos,diversas
obrasde infraestructuraagraria,etc... En estesentido,
desde 1986 se hanpromovido y autorizadomás de
ciento cincuentatrabajosde prospección.El 90 % de
los trabajosdebúsqueday catalogaciónde lugaresar-
queológicosen relacióncon grandesobraspúblicaso
privadasse han llevado a caboen el periodo com-
prendidoentre1990 y 1995, lo cual resultalógico en
el procesoevolutivo quevenimoscomentando(Figu-
ra 4).

4.3. Excavacionesconvenientesy excavaciones
de interéscientífico

Deliberadamenteno utilizamos algunos tér-
minos al usoentrelos arqueólogos,como Arqueolo-
gía de Gestión o Arqueologíade Investigación,que
bien pudieranhaber servido para enriquecernuestra
terminología,peroquedadoel carácterpeyorativode
su usoen unagranpartede lasocasiones,no contri-
buyenprecisamentea tenderpuentesde cohesiónen-
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Fig. 5.-Actividades arqueoiógicasautorizadasentre1985 y i995.

tre los distintoscolectivosprofesionales.Nos parece
más oportuno, a la hora de manifestarnossobre la
motivación y alcancede las actividadesarqueológi-
cas, detenemosen la terminologíade los aspectosque
recogela ley 16/85 paraconcederla autorizaciónad-
ministrativa.El artículo42.1- viene a señalarque toda
excavacióndeberespondera un programadetalladoy
coherentequecontengalos requisitosconcernientesa
la conveniencia,profesionalidade interéscientífico.
Sabiamente,anuestrojuicio, la normaaúnala necesi-
dad de la intervencióncon su proyeccióncientífica,
sinque seanexcluyentesambascuestiones.

Ahorabien, si hay queponerpor delanteal-
guno de estoscriterios,entendemosrazonableque la
Administraciónen los últimos tiemposse hayadecan-
tado preferentemente,al igual que hemos visto con
las prospecciones,por promovery financiarlas exca-
vacionesallí dondeson más convenienteso necesa-
nas para contrarrestaractuacionesde cualquiertipo
quesuponganeminentepeligro dedestruccióno alte-
ración del patrimonioarqueológico(Figura 5). Algo
queno tiene porquellevaraparejado,segúnel espíritu
de la Ley, el que no se contempleadecuadamentela
interpretaciónhistórica de los resultadosy por tanto
suinvestigación.Otro casoesla pobrezao ejemplari-
dad deesainterpretación,y su proyecciónsobreel co-
nocimiento del devenirdel ser humano. Sobre este
panicular, másallá de las opinionesencontradas,no
parecemuy temerarioasegurarque la calidady tras-
cendenciade la interpretaciónhistóricaresultainde-
pendientede que la excavaciónhayapartido de una
propuestade investigación,pararesolver exclusiva-
menteunahipótesiscientífica,o que la intervención
fueranecesariapor otrascircunstancias.

Sobre la evidenteinclinación, cadadía más
clara,por las excavacionesquepodríamosllamarcon-
venientes,puederesultarsuficientepruebael que las
excavacionesen solaresurbanosson,de lejos, las más
numerosas.Entre 1986 y 1990sumaban158, algo más

Fig. 6.-Excavacionesarqueológicassubvencionadase inversiónen
estecapituloentre1985 y 1995.

del 27% detodaslas actividadesde excavación,y en-
tre 1991 y 1995fueron alrededorde310 excavaciones
y supusieroncasi el 50% del total de las excavacio-
nes.En segundolugar entrelas excavacionesnecesa-
rias cabeasignara las intervencionesrelacionadascon
la restauraciónde monumentos,pues entre 1986 y
1990hay constatadas117, algo menosdel 20% del to-
tal, mientrasque entre1991 y 1995 suponenyael 25%,
cifrándoseenalrededorde 180 las excavaciones.Pare-
ce fuerade toda dudaque las excavacionespromovi-
daspor investigadoreshansufrido un cierto retroceso
al menosenel porcentajequesuponenen la actividad
de excavación.Con todo, cabematizarqueenlo que
respectaa la financiaciónde estetipo de proyectos,en
el primer periodoaludido antesde 1986-1990se in-
virtieron 150 millones de pesetas,mientrasque en los
cinco añossiguientesla cifra fue mayor, alrededorde
190 millones de pesetas,lo quedemuestrauna finan-
ciaciónmayorde los proyectossubvencionados.

Estos últimos datos parecendignos de co-
mentario,y nosalertan acercade no caeren el error
de obviarel papelimportanteen la actividadarqueo-
lógica quehan tenido en estosaños las excavaciones
subvencionadas(Figura6),hastael puntoque se pue-
deafirmar que el aumentoevidentede las excavacio-
nespromovidasno hasupuestola desapariciónde una
orientaciónde la disciplina de larga tradición, como
esel apoyoeconómicoa los proyectosen los quepre-
valeceúnicamenteel interéscientífico. Si bienno hay
unareferenciaexpresaen la Ley queampareestetipo
de actividadarqueológica,ni por supuestose explica
cuál es la Administración y departamentoque debe
asumirsufinanciación,no convieneolvidar,como he-
mos apuntadoanteriormente,que el acrecentamiento
del patrimonio,uno de los objetivosprincipalesdela
Ley, en nuestradisciplinavienede la manode la pro-
fundizaciónenel mismo conocimientodeesosbienes.

En definitiva,teniendoencuentalos criterios
quedebecontenerunaintervenciónarqueológica,co-
mo son laconvemenciae interéscientífico, pareceque
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sólo hay una fórmula paraejecutarlas excavaciones:
aglutinandolos dosobjetivos.Unicamentecabe apre-
ciar ciertasdiferenciasen la motivaciónprincipal por
la que se acometen,siendo lógicamenteprioritarias
aquellasmásnecesarias.

4.4, Normas para la ejecuciónde excavaciones
y prospecciones

Comopasoprevio a unaexcavacióno pros-
pección,la ley 16/85 exige que éstasdispongande
una autorizaciónadministrativaexpresa,una norma
quesin dudatratade erradicarlos efectosnegativos
de la rebuscade materialesarqueológicospor indivi-
duosconánimo delucroo por afándecoleccionismo,
pero también sirve al propósitode un control más
efectivode las actividadesde campodirigidas por ar-
queólogos.Estossuelenponerespecialénfasisen el
carácterespecial del patrimonio arqueológico,parti-
cularmenteensu granfragilidad. Resultapor tanto ló-
gico que la Ley veleporquelas actividadesarqueoló-
gicasse hagancontodo el rigor posible,paralo cual
establece,inclusodeformaprevia,unaseriedecondi-
cionesparaconcederlaautorización.

Ya hemoshabladode los criteriosde conve-
nienciae interéscientífico, por lo queúnicamentere-
cordaremosaquí nuestraopiniónsobrela justificación
de ambasparaabordarcualquiertipo de intervención
y, aunqueprimeel valorde la necesidad,estono debe
excluir que todas dispongande una suficientedocu-
mentacióncientífica.

Y qué decir del criterio de profesionalidad
también mencionadoen el texto legal.No setratade
un vocabloexcesivamenteclarificador, perotiene la
virtud de incidir enla situaciónun tanto peculiarenla
queestamosinmersos.En efecto,se exigepor todos
los colectivosdearqueólogosqueestaactividadnues-
tra estévinculadaa un grupo profesionalhomogéneo,
pero a nuestropesarhemosde tenerpresentequeno
existe,ni haexistido, en la universidadespañolala ti-
tulación en arqueología.Ésta y no otra es la razón
principal por la queparadirigir unaactividadde pros-
pección o excavaciónsólo cabe exigir la titulación
universitariasuperioren la materiacomúnde historia
y que se valorenotros méritos, como la experiencia
enintervenciones,publicaciones,etc. (Querol y Mar-
tínezNavarrete1994: 188).

Una reflexión sobreel significadoy alcance
delos criteriosde profesionalidad,interéscientíficoy
conveniencia,nos sugiereque asistimosa un cierto
gradode indefiniciónjurídica en lo que respectaa los
titulares de los permisos,así como a las razonespor
las quesepuedeconcederunaautorización,pues,se-
gún palabrasde Sainz Moreno (1992: 59), estos re-
quisitosdejanun ampliocampodeactuacióna la Ad-
ministración,algo queno deberesultardel todoextra-

ño en unaLey en la que sonabundanteslos recursosa
la discrecionalidadtécnica.

Una definición más concretaadoptala Ley
16/85 enlo querespectaa las obligacionesde los ar-
queólogosuna vez concluido el trabajo. El artículo
422.proclamala exigenciade la entregade los mate-
riales hallados,en estrictacorrespondenciacon la fi-
losofía de quetodoslos restosarqueológicossonbie-
nes de dominio público, peroademásse requiereuna
relacióny descripcióndeaquellos,asícomo de losre-
sultadosde la actividad. Poco o nadaquecomentara
esta positiva instrumentaciónlegal que, entre otros
aciertos,ha permitido la normalizaciónen la docu-
mentaciónde las excavacionesy prospeccioneso el
destino de los materiales,y cuyo cumplimiento en
Castilla y León es prácticamentetotal. Hay cierta-
mentealgunoscasosexcepcionales,si bien estassi-
tuacionesparecenafectarmásal ritmo del depósitode
los materialesy de la documentacióngenerada,indu-
dablementemás lento de lo preciso,que a un deseo
manifiesto de incumplir la norma. Recordemosa este
respectoquela Ley, en su artículo42.3.,señalaqueel
incumplimientode las obligacionescontraídassupone
unagrave falta reguladaen el correspondienterégi-
men sancionador.

Entre otras ideaspodemosenunciar,como
conclusión,quela Ley ha permitidoun mayorcontrol
delas actividadesarqueológicaspor partedela Admi-
nistraciónal fijar su labor de inspeccióny control,un
rigurosoejercicioen suejecuciónal exigir un progra-
ma, y sobretodo diseñarun adecuadomarcoparael
seguimientode los resultados,tanto desdeel puntode
vista de la entregade los materialeshalladoscomo
del análisistécnico y científico, ya quetoda interven-
ción requierede unamemoriaque deberelatarla eje-
cucióny resultadosdel trabajo.Un requisitoque,con
mejor o peor fortuna en cuanto a su trascendencia
científica, al menosse cumple en todas las interven-
cionesautorizadas,conformandouna situación que,
no se podrá negar,es infinitamente máspositivaque
la registradacon anterioridada la normaactual,en la
queprácticamentedesconocemoslos datos de nume-
rosasexcavacionesrealizadas.

4.5. Los hallazgoscasuales

Buenapartede lo expuestoal tratar el con-
cepto de dominiopúblico de los objetosarqueológi-
cos, estabadirectamenterelacionadocon los hallaz-
gos casuales,por los queesnuestraintención exten-
demos ahora brevementesolo sobreel supuestoal
quealudeel articulo44.3.

En los añosen los que la ComunidadAutó-
noma ha disfrutadode plenascompetenciassobreel
PatrimonioArqueológico,se ha procedidoal pagode
12 premiosenmetálicopor otrostanto hallazgos,con
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Lám. V.- Bustos romanos de Becerril de Campos, Pa , ncia. 

características muy distintas y en circunstancias tam- 
bién dispares. En lo que respecta al valor económico 
del hallazgo, destaca el conjunto de monedas encon- 
trado, el ll de enero de 1995, en un solar de la calle 
Miranda de la ciudad de Burgos. Se trata de un lote 
de monedas, en concreto 337, tres extranjeras y 334 
escudos y medios escudos de oro, que abarcan desde 
Felipe IV hasta Fernando VII, para el que se estable- 
ció una tasación de 8.000.000 de pesetas, de los que 
corresponden 2.000.000 al hallador y otros 2.000.000 
al propietario del terreno. Gran analogía tiene con es- 
te caso el que se produjo en 1990 en un solar de la lo- 
calidad de Peñafiel, en Valladolid. En esta ocasión se 
localizaron 280 reales de plata de Carlos III, Carlos 
IV, Fernando VII y José Napoleón, pagándose al pro- 
pietario y al hallador, en conjunto, 1.325.000 pesetas. 

Con el afán exclusivo de mencionar otro tipo 
de bienes hallados, mencionaremos el descubrimiento 
de dos bustos de época romana encontrados casual- 
mente, tras un desmonte de tierras, en la localidad pa- 
lentina de Becerril de Campos y que dieron lugar a un 
premio en metálico de 600.000 pesetas (Lámina V). 

En ciertas ocasiones la entrega de los mate- 
riales no ha llevado ‘aparejado el pago del premio, 
pues no se daban todas las condiciones expresamente 
mencionadas en la norma legal. Tal es el caso del ha- 
llazgo de un torques de oro en una población cercana 
a La Bañeza, en León, mencionado páginas atrás, cu- 

‘yes halladores en principio ocultaron el descubri- 
miento y luego se negaron a entregarlo. Recuperada 
la pieza, se pagó el premio exclusivamente a los pro- 
pietarios del terreno, un 25% del valor tasado. 

Aparte de los sucesos ya mencionados al tra- 
tar el concepto de dominio público de los bienes ar- 
queológicos, quizás el más relevante jurfdicamente, 
puesto que fue objeto de una sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castil1a.y León de 10 de abril 
de 1991, fue el correspondiente al hallazgo del tesoro 
celtibérico en Padilla de Duero, Valladolid. Los he- 
chos se sitúan en 1984, con lo que son anteriores a la 
Ley 16/85 basándose la Junta de Castilla y León para 
sus actos administrativos en la legislación vigente en 
aquel momento, es decir la ley de 13 de mayo de 
1933, Sobre defensa, Conservación y acrecentamiento 
del Patrimonio Histórico-Artístico Nacional. 

No insistiremos mucho en su comentario, 
pues ya ha sido analizada con detenimiento por Sainz 
Moreno (1992: 52), pero si nos parece importante re- 
cordar que la sentencia se resolvió en favor de la Ad- 
ministración, que no había considerado el pago del 
premio en metálico a los halladores del tesoro, entre 
otras razones por considerar que el hallazgo se produ- 
jo no casualmente sino por personas que buscaban 
objetos, con intencionalidad manifiesta. Contraria- 
mente, con respecto al propietario del terreno donde 
se ha116 el atesoramiento, que fue ajeno al descubri- 
miento y a la posterior ocultación del hallazgo, se es- 
tableció el pago de la parte que le correspondía, es de- 
cir el 25%, que supuso 1 .OOO.OOO. de pesetas. 

Sin duda los, hechos mencionados indican 
una cierta efectividad de ‘la norma legal, pero, con to- 
do y con eso, se nos’ ocurre que el número de ixpe- 
dientes es ciertamente’reducido, y es mas, nos asalta 
la duda de que la ocultación y venta de los objetos 
que se hallan por casualidad sea mucho más impor- 
tante que la cantidad de los entregados. Una de las 
posibles razones para que así acontezca podría residir 
en el desconocimiento de la norma, pero también en 
la cuantía económica para el premio en metálico, es- 
trictamente el 50% del valor, que debe repartirse ade- 
más a partes iguales entre el hallador y el dueño del 
lugar, una gratificación tal vez escasa que no parece 
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que favorezcaprecisamentela comunicacióndel ha-
llazgo y la entregavoluntariadelosobjetos.

Una cuestiónestade la comunicacióninme-
diatadel descubrimientoquese conviertepor el texto
legal en una importanteobligaciónparael halladory
responsablede las obras, si el hallazgose produjo en
estascircunstancias.Sirva de muestrala sanciónde
100.000de pesetasimpuestaa unaempresade cons-
trucciónen la localidadsegovianadeCucharpor con-
tinuar las obrasy destruirun silo aparecidofortuita-
mentedurantela extracciónde tierras, sin que ello
fuera comunicadoa la Administración, hecho que
constituyeunainfracción administrativade acuerdoa
lo establecidoen el articulo 76. la., por incumplimien-
to del articulo44 de la Ley 16/85. Unaresoluciónque
fue posteriormenteratificadapor la Sala de lo Con-
tenciosoAdministrativodel Tribunal Superiorde Jus-
ticia de Castilla y León, que confirma en todos sus
términosla resoluciónadministrativade la Junta,in-
dicandoque la empresadeberíahaber impedido la
continuacióndela extraccióndetierrasy habercomu-
nicadoa la Administración, tal y como seprevéen el
artículo44.1. dela Leyde PatrimonioHistórico Espa-
ñol, sin que se puedaadmitirquela destrucciónse hi-
zo ignorandoquesetratabade silos.

5. LAS MEDIDAS DE FOMENTO

5.1, El “1 % cultural”

Se tratade uno de los instrumentosde la Ley
quea priori podríahabersido muyimportanteparael
acrecentamientode los materialesy datosarqueológi-
cos, pero no es menoscierto queestafórmula no se
ha utilizado salvo en contadasy excepcionalesoca-
siones.Hastatal punto es así que cabe aseverarque
no haconstituidoprecisamenteningúnrevulsivo para
la Arqueología.Unavez másechamosmanode laopi-
nión de ManuelFernández-Miranda(1994: 80) quien
pusolas cosasen su sitio al tratar del 1% cultural so-
breel patrimonioarqueológico:“su aplicaciónhasido
ciertamenteescasa,cuandono confusay hastacontra-
producente”.

Si contabilizamosel número de actividades
relacionadascon el patrimonioarqueológicocon car-
go al 1% Cultural, resultaque únicamentepodemos
mencionar,en estosdiezaños,seis proyectos.Incluso
de ellos no terminade parecernosacertadointerpre-
tarlos comoun conjunto,puesrespondena motivacio-
nesbiendistintas,y así algunosno dejande serinter-
vencionesarqueológicasde prospeccióno excava-
ción de lugaresqueiban a serafectadosdirectamen-
te por las obras,hastatal puntoqueera imprescindi-
ble acometerlas prospeccioneso excavacionessefla-
ladas.

A modo de ejemplo, en el yacimiento de
“RegueroSeco”en Vidanes(León),tras unaprimera
campañade excavacióncon cargo al presupuestode
la obray ante la necesidadde seguir los trabajos,en
un áreaposiblementemarginal del yacimiento pero
que iba a serafectadanotablementepor las obras, se
acometióuna segundacampañade excavación,igual-
mentefinanciadapor el MOPTMA, peroestavez con
cargoal 1% cultural. Aunqueno seatotalmenteidén-
tica la situación,síencontramosciertoparalelismoen
los trabajosde prospeccióny excavaciónde varios
yacimientosarqueológicosafectadospor el “Proyecto
de acondicionamientode la zonaregabledelamargen
izquierdadel Tera”en la provinciade Zamora.En es-
te territorio la prospecciónarqueológicaocupóun área
que no se identificatotalmenteconla superficieafec-
tada, y los yacimientosexcavadoslo fueron porque
podríanser en algún modo alteradospor las obras,
aunquea la postre las excavacionesse extendieran
por un espaciomuchomayorcon el claroobjetivo de
conseguiruna mejor documentacióncientífica de los
lugares(Larrén 1996). En parecidostérminos pode-
mos citar la prospecciónintensivadel término muni-
cipal de la Vídola en Salamanca,con cargo al 1%
Cultural, financiadaigual quela anteriorpor el Minis-
terio de Agricultura, Pescay Alimentación,con cargo
en estecasoal “Proyectode infraestructurasde con-
centraciónparcelariade la zonade La Vidola”(Benet
1996).

Tal vez convengahacerahoraun inciso para
matizarque los proyectosdel 1% cultural no son el
procedimientohabitual de las intervencionesarqueo-
lógicasrelacionadascon las grandesobraspúblicaso
privadas.En éstas,cumpliendocon la normativaso-
bre Impacto Ambiental, siemprese contemplauna
prospecciónprevia intensiva del área afectadacon
cargoal promotorde las obras,proponiéndoseen ese
momentolas medidascorrectoras,que, por supuesto,
se inclinan siemprepor la afecciónnula de los bie-
nes arqueológicos,aunquebien es verdad queello
no se consigueen todos los supuestos.En aquellas
ocasiones,afortunadamentecadavez más raras,en
las que resulta imprescindibleacometeruna inter-
vención arqueológicasobreun yacimientoque va a
ser posiblementeafectado, se contemplael presu-
puestode la intervenciónen el contratode obras,su-
perándoseen algunasocasionesel montanteeconó-
mico quehipotéticamentecorresponderíaal 1% cul-
tural.

Tal fueel casode unadelas primerasactua-
ciones,entre1987 y 1989,sobregrandesobrasde in-
fraestructuras:la realizadaantela construcciónde la
autovíaA-II a su pasopor la provinciade Soria (Fer-
nándezMoreno 1990:315; Arlegui 1992),dondedes-
pués de la excavaciónde una superficie ciertamente
considerable,cercade 2000 m2, se consiguiómodifi-
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car la trazaparaconservarla mayorpartede las es-
pectacularesconstruccionesceltibéricasdehabitación
y defensivasquehabíanaparecido.Debemosdestacar
otros casos,entrelos quesobresalenlos de la provin-
cia de Zamora,dondese ejerceun control riguroso
sobre las obraspúblicas y privadasminimizandoal
máximo la afección de los lugaresarqueológicos,
siendoexcepcionaleslas excavacionesdebidasa estas
obras, y cuandose acometenexcedencon mucho el
área afectada.Este es el casode la excavaciónar-
queológicaquetuvolugaren el castrode SanEsteban
en la localidadde Ricobayo,dondese excavarontam-
bién másde2000 ir

2 del áreaqueva a quedarprinci-
palmentebajoun terraplenadode la carreteraefectua-
do expresamenteparano alterarlos restosarqueológi-
cos,y cuyainversión,de variasdecenasde millones,
essuperioral presupuestodel 1% Culturalquecorres-
ponderíadel presupuestodel proyectode construcción
del puentesobreel embalsedel Esla (Larrény Domín-
guez1993:70).

Continuemospues relatando tras este pa-
réntesislo acaecidoconlos proyectosdel 1% Cultu-
ral constatadosen nuestro territorio. Descontados
aquelloscuyo paradigmaera solucionarciertas pro-
blemáticassingulares,contamosen nuestraComu-
nidad con solo tresproyectosen los que el objetivo
principal hayasido el enriquecimientodel patrimo-
nio arqueológico.En el nortede la provinciade Bur-
gos, concretamenteen la localidadde Presillasde
Bricia, existeun complejoeremíticomuy interesante
que estabasufriendo un deterioro notable por los
agentesnaturalesa los que se sumabanlas acciones
de desaprensivos.Paraevitar su destruccióna corto
plazo se procedióa limpiar y adecentarla iglesia ni-
pestrede San Miguel y el conjunto conocidocomo
Cueva Vieja, dotándolosademásde unasverjasde
protección.

Puentesy calzadas,asícomo algunasfuentes
delas comarcaszamoranasdel Sayagoy Aliste, se han
beneficiadodel proyectopresentadocon cargoal 1%
cultural del plan de mejorasterritoriales de la zona
fronteriza,actividadesque hansido objeto inclusode
su correspondientepublicación(Larrén1995).

Porúltimo, citaremosentreestasoperaciones
de enriquecimientodel Patrimonio Arqueológico la
excavacióndel yacimiento de “El Cantarillón”, en
Mambrillas deLara,Burgos,relacionadacon el acon-
dicionamientode unaCarreteraNacionalen la que se
localizaron algunasevidenciasde épocaromana. El
proyectode excavaciónarqueológicaen un áreacer-
cana al trazadoactual de la carreterafue financiado
con cargoal 1% Cultural, descubriéndoseunaocupa-
ción del periodo denominadoProto-Cogotasy unos
singulareshornos de elaboraciónde Terra Sigillata,
fechadosentrelas postrimeríasdel siglo III y fines del
siglo IV d.C.

En conclusión,al amparodel 1 % cultural se
han financiadoactividadesque no teníanotra finali-
dad que solventarla problemáticade algunasobras
públicas,y aquellosotros proyectosque responderían
sin ambagesa lo que entendemosque pretendíala
Ley, el enriquecimientodel patrimoniohistórico, en
nuestrocasodel patrimonioarqueológico,no sonpre-
císamentesobresalientesni por su númeroni por su
proyección económica.Por todo ello, y siguiendola
argumentaciónnegativa, nos invade la sensaciónde
que existe un cierto fracasoen la aplicación para el
patrimonioarqueológicodel programadiseñadoen el
Titulo VIII de la Ley de las medidasde fomento,al
menosen lo quecorrespondeal estimulode la activi-
dadarqueológica.

5.2. La promoción y el disfrute de losbienes
arqueológicos

En el preámbulo de la Ley se mencionaque
éstatienecomo objetivo último el accesoa los bie-
nes por partedelos ciudadanos.Lasmedidasdepro-
tección y fomento “solo cobran sentido si, al final,
conducen a que un número mayor de ciudadanos
puedacontemplary disfrutar las obrasque son he-
renciade la capacidadcolectivade un pueblo.Por-
que en un estadodemocráticoestosbienesdebenes-
tar adecuadamentepuestosal servicio de la colecti-
vidad...”.

A pesardel texto citado, no encontramosen
la Ley los instrumentosquese adecueneficazmentea
los fines señalados.No se recogeen el articuladonin-
guna definición o amparode las actividadesde pro-
moción social del patrimonio arqueológico,e igual-
mente faltan referenciasconcretaspara su impulso
desdeel puntode vista administrativoo económico.
Es cierto queen el artículo 13 se obliga a los propie-
tarios y a los titularesdederechosrealesa permitir el
accesoa la visita públicade los bienesdeclaradosde
Interés Cultural, en las condicionesde gratuidadque
se determinenreglamentariamente,al menoscuatro
días al mes, en días y horas previamenteseñalados.
Nadaqueobjetar a unanormaque permiteel acceso
público a los bienes,ahorabien, quizásse olvida de
promovereseaccesoy de impulsarqueestosbienes,
segúnpareceque seproponíaenel preámbulo,“estén
adecuadamentepuestos al servicio de la colectivi-
dad”-

No podemospor menosde observaren la ba-
lanzadela Leysu enormeinclinaciónhacia la conser-
vación y proteccióndelos bienesqueacoge,eludien-
do fomentarsu disfrute, un aspectosi cabemásgrave
en nuestradisciplina puesesteproblemasuponesu
desconocimientopor la sociedady por tanto suescasa
aceptaciónsocial.Y es esteun estadodecosasal que,
por cierto, hemos contribuido notablementelos ar-
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Fig. 7.- inversionesdei Servicio de Museos y Arqueología entre
1985 y 1995.

queólogos.La difusiónde los resultadosdelas activi-
dadesarqueológicasraraveztraspasael conocimiento
de los profesionales,cuandono noshemospreocupa-
do deocultar la ubicacióny trascendenciade losyaci-
mientoscon la ideaequivocadade quecon ello con-
tribuíamosa supreservación.

La Ley se entiendecomoel principalinstru-
mentode promocióncultural de nuestropatrimonio
histórico, y por tanto del patrimonio arqueológico,
alentandola concienciaglobal sobreel tema,peroto-
dala intenciónde desarrollode unafunción social de
la ley de patrimoniohistórico se haquedadoen papel
mojado.Puestoqueciertamenteno se detectainquie-
tudenla sociedadcivil sobreel tema,hemosdededu-
cir quehafracasadola utilización,no de la Ley, pero
sídetodoel complejonormativoy políticoquese de-
sarrollaa partir de ella para crearla concienciaso-
cial.

Este es un dato,por tanto, para la reflexión.
El desarrollode la legislaciónno tiene porquesupo-
ner un aumentode la estima y el mayordisfrutedel
patrimonioarqueológico.Disfrute, estimay acciónso-
cial son elementoscomunesal espírituque subyace
enla Ley, peroel problemaesqueno se dicecomose
llegaráa ello; al no establecerselos caucesconcretos,
no se tratamás quede merospropósitos(Benitezde
Lugo y Salas1994: 11). Lo anteriorno impide obser-
varcómola Administraciónestáprogresivamenteinte-
resadaen promocionarel patrimonioarqueológico,y
en Castillay León la partidapresupuestariade este

apartadoha aumentadodurantelos últimos años (Fi-
gura7).

6. CONCLUSIÓN

Terminaremosdiciendoque,aunquedel últi-
mo comentarioy de las páginasque lo antecedense
puedadesprenderun cierto desasosiegoacercade los
resultadosde la aplicaciónde algunasfórmulasde la
Ley, no estáen nuestroánimo ponerespecialénfasis
en la críticahacia la Ley de PatrimonioHistórico Es-
pañol, a la que en su conjunto es de justicia valorar
comomuy positivaparanuestraactividadarqueológi-
ca. Ello sin olvidar queno seríamuy honestocargar
las tintassobrela normalegal, puestoqueparasu be-
neficio o perjuicio hay muchosotros protagonistas,
implicadosen su ejecuciónpráctica, y, sin ir más le-
jos, pareceobvio que los resultadosestánen buena
partede los casosmediatizadospor las carenciasu
objetivosde las administracionesqueconcurrenen su
puestaenpráctica.

Comohemosido relatando,hay ciertosdatos
sobrela prácticade la Arqueologíaque nospermiten
sugerirqueéstase saldacon grandesaciertos.Se ha
consagrado,por ejemplo, el concepto de “dominio
público” para losbienesdel patrimonioarqueológico;
se observaun adecuadomarconormativoparala con-
servaciónde los lugaresarqueológicosmás sobresa-
lientesy, aunqueen menormedida,tambiénpara los
lugaresque contenganarte rupestre; se concibe y
obliga a la relaciónentreel patrimonioarqueológico
declaradoy las normasde planeamientourbanístico;
existeademásun marcolegal definidoquealudea los
objetivos, control y ejecución de las actividadesde
prospeccióno excavación;y seestablecepor primera
vez unaadecuadavía administrativa para sancionar
con finneza ciertas accionesqueafectan al patrimo-
nio arqueológico.

En el lado negativohay,a suvez, ciertasdu-
das sobrela protecciónde los bienesinmueblesno
declaradosBienes de InterésCultural, y, más impor-
tante a nuestroentender,observamosla ausenciade
mecanismosparaello en la Ley, ademásdel escaso
desarrollodelos previstosen beneficiode la difusión
social y del acrecentamientodel patrimonioarqueoló-
gico, en particularla ausenciade inversión del 1%
cultural.
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